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Boletín Oficial de la provincia de Sevilla
AYUNTAMIENTOS

———
GELVES

Don José Luis Benavente Ulgar, Alcalde Presidente delExcmo. Ayuntamiento de esta villa.
Hace saber: Transcurrido el plazo de exposición pública,según anuncio insertado en el «Boletín Oficial» de la provin-cia núm. 256, de fecha de 5 de noviembre de 2011, y nohabiéndose formulado reclamaciones contra el acuerdo provi-sional adoptado por este Ayuntamiento en sesión celebrada el27 de octubre de 2011, se eleva automáticamente a definitivoel acuerdo de aprobación de la Ordenanza General de Gestión,Recaudación e Inspección de Tributos y otros ingresos localesde derecho público de Gelves, quedando las mismas como acontinuación se establece:

ANEXO
CAPÍTULO I

Principios generales
Artículo 1.º
La presente Ordenanza, aprobada al amparo del artículo106.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Basesdel Régimen Local, y el Texto Refundido de la Ley Regula-dora de las Haciendas Locales, aprobado por Real DecretoLegislativo 2/2004, de 5 de marzo, contiene las normas gene-rales de gestión, inspección y recaudación referentes a todoslos tributos que constituyen el régimen fiscal de este munici-pio, sin perjuicio de la aplicación de la Ley General Tributaria58/2003, de 17 de diciembre, y demás normas concordantes, yde las disposiciones de la respectiva Ordenanza Reguladora decada tributo en particular.
Artículo 2.º
La ordenación de los tributos ha de basarse en la capaci-dad económica de las personas llamadas a satisfacerlos y enlos principios de justicia, generalidad, igualdad, progresividad,distribución equitativa de la carga tributaria y no confiscatorie-dad.
Artículo 3.º
Los tributos, además de ser medios para obtener los recur-sos necesarios para el sostenimiento de los gastos públicos,podrán servir como instrumentos de la política económica yatender a la realización de los principios y fines contenidos enla Constitución. 
Artículo 4.º
La presente Ordenanza Fiscal General se aplicará en todoel término municipal de Gelves mientras esté vigente. 
Artículo 5.º
1.  Las obligaciones tributarias se exigirán con arreglo a lanaturaleza jurídica del hecho, acto o negocio realizado, cual-quiera que sea la forma o denominación que los interesados lehubieran dado, y prescindiendo de los defectos que pudieranafectar a su validez.
2.  Las normas tributarias se interpretarán con arreglo a lodispuesto en el apartado 1del artículo 3 del Código Civil. Entanto no se definan por la normativa tributaria, los términosempleados en sus normas se entenderán conforme a su sentidojurídico, técnico o usual, según proceda.
3.  No se admitirá la analogía para extender más allá desus términos estrictos el ámbito del hecho imponible, de lasexenciones y demás beneficios o incentivos fiscales. 
4. Se entenderá que existe conflicto en la aplicación de lanorma tributaria cuando se evite total o parcialmente la reali-zación del hecho imponible o se minore la base o la deuda tri-butaria mediante actos o negocios en los que concurran lassiguientes circunstancias:

a) Que, individualmente considerados o en su con-junto, sean notoriamente artificiosos o impropiospara la consecución del resultado obtenido.
b) Que de su utilización no resulten efectos jurídicos oeconómicos relevantes, distintos del ahorro fiscal yde los efectos que se hubieran obtenido con los actoso negocios usuales o propios.
5.  En los actos o negocios en los que exista simulación, elhecho imponible gravado será el efectivamente realizado porlas partes. La existencia de simulación será declarada por elAyuntamiento en el correspondiente acto de liquidación, sinque dicha calificación produzca otros efectos que los exclusi-vamente tributarios. En la regularización que proceda comoconsecuencia de la existencia de simulación se exigirán losintereses de demora y, en su caso, la sanción pertinente. 
Artículo 6.º
Las normas tributarias entrarán en vigor con arreglo a lodispuesto en el artículo primero del Código Civil, y serán apli-cadas durante el plazo, determinado o indefinido, previsto enla respectiva norma.
Artículo 7.º
Los tributos se aplicarán conforme a criterios de residenciao territorialidad que establezca la ley en cada caso. En sudefecto, los tributos de carácter personal se exigirán conformeal criterio de residencia y los demás tributos conforme al crite-rio de territorialidad que resulte más adecuado a la naturalezadel objeto gravado.
Artículo 8.º
Se entienden por tributos municipales aquellos que elAyuntamiento establezca en base a lo previsto en el TextoRefundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales,aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.
Artículo 9.º
La imposición de tributos de carácter local y la aproba-ción, en su caso, de la respectiva Ordenanza Fiscal, o su modi-ficación, se ajustarán igualmente a las normas contenidas en elcitado Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Hacien-das Locales aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de5 de marzo, y Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de lasBases de Régimen Local, y demás disposiciones que fueren deaplicación.

CAPÍTULO II
Hecho imponible

Artículo 10.º
1.  El hecho imponible es el presupuesto fijado por la leypara configurar cada tributo y cuya realización origina el naci-miento de la obligación tributaria principal.
2.  El tributo se exigirá con arreglo a la naturaleza jurídicadel presupuesto de hecho definido por la Ley y completado ensu caso por las Ordenanzas Fiscales, cualquiera que sea laforma o denominación que los interesados le hayan dado, yprescindiendo de los defectos que pudieran afectar a su validez. 
3.  En su caso, se completará la determinación concreta delhecho imponible mediante la mención de supuestos de nosujeción.

CAPÍTULO III
Obligados tributarios

Sección 1.ª  Sujetos pasivos.
Artículo 11.º
1.  Son obligados tributarios las personas físicas o jurídi-cas y las entidades a las que la normativa tributaria impone elcumplimiento de obligaciones tributarias.
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2.  Entre otros, son obligados tributarios:
a) Los contribuyentes, o sustitutos del contribuyente.b) Los obligados a realizar pagos fraccionados.c) Los retenedores.d) Los obligados a practicar ingresos a cuenta.e) Los obligados a repercutir.f) Los obligados a soportar la repercusión.g) Los obligados a soportar la retención.h) Los obligados a soportar los ingresos a cuenta.i) Los sucesores.j) Los beneficiarios de supuestos de exención, devolu-ción o bonificaciones tributarias, cuando no tenganla condición de sujetos pasivos.
3.  También tendrán el carácter de obligados tributariosaquellos a quienes la normativa tributaria impone el cumpli-miento de obligaciones tributarias formales.
4.  Tendrán la consideración de obligados tributarios, enlas leyes en que así se establezca, las herencias yacentes,comunidades de bienes y demás entidades que, carentes depersonalidad jurídica, constituyan una unidad económica o unpatrimonio separado susceptibles de imposición.
5.  Tendrán asimismo el carácter de obligados tributarioslos responsables a los que se refiere el artículo 41 de la LeyGeneral Tributaria.
6.  La concurrencia de varios obligados tributarios en unmismo presupuesto de una obligación determinará que quedensolidariamente obligados frente a la Administración tributariaal cumplimiento de todas las prestaciones, salvo que por Leyse disponga expresamente otra cosa.
Las leyes podrán establecer otros supuestos de solidaridaddistintos del previsto en el párrafo anterior.
Cuando la Administración sólo conozca la identidad de untitular practicará y notificará las liquidaciones tributarias anombre del mismo, quien vendrá obligado a satisfacerlas si nosolicita su división. A tal efecto, para que proceda la divisiónserá indispensable que el solicitante facilite los datos persona-les y el domicilio de los restantes obligados al pago, así comola proporción en que cada uno de ellos participe en el dominioo derecho trasmitido.
Artículo 12.º
1.  Es sujeto pasivo el obligado tributario que, según laLey, debe cumplir la obligación tributaria principal, así comolas obligaciones formales inherentes a la misma, sea comocontribuyente o como sustituto del mismo.
No perderá la condición de sujeto pasivo quien deba reper-cutir la cuota tributaria a otros obligados, salvo que la Ley decada tributo disponga otra cosa.
2.  Es contribuyente el sujeto pasivo que realiza el hechoimponible.
3.  Es sustituto el sujeto pasivo que, por imposición de laley y en lugar del contribuyente, está obligado a cumplir laobligación tributaria principal, así como las obligaciones for-males inherentes a la misma. El sustituto podrá exigir del con-tribuyente el importe de las obligaciones tributarias satisfe-chas, salvo que la Ley señale otra cosa.
Artículo 13.º 
La posición del sujeto pasivo y demás elementos de laobligación tributaria no podrán ser alterados por actos o con-venios de los particulares. Tales actos y convenios no surtiránefecto ante la Administración, sin perjuicio de consecuenciasjurídico privadas.
Artículo 14.º
El sujeto pasivo está obligado a:
a) Pagar la deuda tributaria.b) Formular cuantas declaraciones o comunicaciones seexijan para cada tributo, consignando en ellas elnúmero de identificación fiscal establecido para per-sonas físicas o jurídicas.

c) Tener a disposición de la Administración municipallos libros de contabilidad, registro y demás docu-mentos que deba llevar y conservar el sujeto pasivo,con arreglo a la Ley y según establezca, en cadacaso, la correspondiente Ordenanza. d) Facilitar la práctica de inspecciones y comprobacio-nes y proporcionar a la Administración municipallos datos, informes, antecedentes y justificantes quetengan relación con el hecho imponible. e) Declarar su domicilio fiscal y cambios en el mismoconforme a lo establecido en la Ley y esta Orde-nanza Fiscal General.
Sección 2.ª  Responsables del tributo.
Artículo 15.º
1.  La Ley podrá configurar como responsables solidarioso subsidiarios de la deuda tributaria, junto a los deudores prin-cipales, a otras personas o entidades. A estos efectos, se consi-derarán deudores principales los obligados tributarios del apar-tado 2 del artículo 35 de la Ley General Tributaria.
2.  Salvo precepto legal expreso en contrario, la responsa-bilidad será siempre subsidiaria.
3.  La responsabilidad alcanzará a la totalidad de la deudatributaria exigida en período voluntario.
Cuando haya transcurrido el plazo voluntario de pago quese conceda al responsable sin realizar el ingreso, se iniciará elperíodo ejecutivo y se exigirán los recargos e intereses queprocedan.
4.  La responsabilidad no alcanzará a las sanciones, salvolas excepciones que en las leyes se establezcan.
5.  Salvo que una norma con rango de Ley disponga otracosa, la derivación de la acción administrativa para exigir elpago de la deuda tributaria a los responsables requerirá un actoadministrativo en el que, previa audiencia al interesado, sedeclare la responsabilidad y se determine su alcance y exten-sión, de conformidad con lo previsto en los artículos 174 a 176de la Ley General Tributaria. 
Con anterioridad a esta declaración, el Ayuntamientopodrá adoptar medidas cautelares del artículo 81 de la LeyGeneral Tributaria y realizar actuaciones de investigación conlas facultades previstas en los artículos 142 y 162 de la Leycitada.
La derivación de la acción administrativa a los responsa-bles subsidiarios requerirá la previa declaración de fallido deldeudor principal y de los responsables solidarios.
6.  Los responsables tienen derecho de reembolso frente aldeudor principal en los términos previstos en la legislacióncivil.
Artículo 16.º
1.  Serán responsables solidarios de la deuda tributaria lassiguientes personas o entidades:
a) Las que sean causantes o colaboren activamente enla realización de una infracción tributaria. Su res-ponsabilidad también se extenderá a la sanción.
b) Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo a) ante-rior, los partícipes o cotitulares de las entidades aque se refiere el apartado 4 del artículo 35 de la LeyGeneral Tributaria, en proporción a sus respectivasparticipaciones respecto a las obligaciones tributa-rias materiales de dichas entidades.
c) Las que sucedan por cualquier concepto en la titula-ridad o ejercicio de explotaciones o actividades eco-nómicas, por las obligaciones tributarias contraídasdel anterior titular y derivadas de su ejercicio. 
La responsabilidad también se extenderá a las obligacio-nes derivadas de la falta de ingreso de las retenciones e ingre-sos a cuenta practicadas o que se hubieran debido practicar.
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Cuando resulte de aplicación lo previsto en el apartado 2del artículo 175 de la Ley General Tributaria, la responsabili-dad establecida en este párrafo se limitará de acuerdo con lodispuesto en dicho artículo. Cuando no se haya solicitadodicho certificado, la responsabilidad alcanzará también a lassanciones impuestas o que puedan imponerse.
Lo dispuesto en el párrafo anterior no será aplicable a losadquirentes de elementos aislados, salvo que dichas adquisi-ciones, realizadas por una o varias personas o entidades, per-mitan la continuación de la explotación o actividad.
La responsabilidad a que se refiere el primer párrafo deesta letra no será aplicable a los supuestos de sucesión porcausa de muerte, que se regirán por lo establecido en el artículo39 de la Ley General Tributaria.
Lo dispuesto en el primer párrafo de esta letra no será apli-cable a los adquirentes de explotaciones o actividades econó-micas pertenecientes a un deudor concursado cuando la adqui-sición tenga lugar en un procedimiento concursal.
2.  También serán responsables solidarios del pago de ladeuda tributaria pendiente, hasta el importe del valor de losbienes o derechos que se hubieran podido embargar o enajenarpor el Ayuntamiento, las siguientes personas o entidades:
a) Las que sean causantes o colaboren en la ocultacióno transmisión de bienes o derechos del obligado alpago con la finalidad de impedir la actuación de laAdministración Tributaria.
b) Las que, por culpa o negligencia, incumplan lasórdenes de embargo.
c) Las que, con conocimiento del embargo, la medidacautelar o la constitución de la garantía, colaboren oconsientan en el levantamiento de los bienes o dere-chos embargados o de aquellos bienes o derechossobre los que se hubiera constituido la medida caute-lar o la garantía.
d) Las personas o entidades depositarias de los bienesdel deudor que, una vez recibida la notificación delembargo, colaboren o consientan en el levanta-miento de aquéllos.
3.  Las Leyes podrán establecer otros supuestos de respon-sabilidad solidaria distintos de los previstos en los apartadosanteriores.
4.  El procedimiento para declarar y exigir la responsabili-dad solidaria será el previsto en el artículo 175 de la LeyGeneral Tributaria.
Artículo 17.º
1.  Serán responsables subsidiarios de la deuda tributarialas siguientes personas o entidades:
a) Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo a) delapartado 1 del artículo 42 de Ley General Tributaria,los administradores de hecho o de derecho de laspersonas jurídicas que, habiendo éstas cometidoinfracciones tributarias, no hubiesen realizado losactos necesarios que sean de su incumbencia para elcumplimiento de las obligaciones y deberes tributa-rios, hubiesen consentido el incumplimiento porquienes de ellos dependan o hubiesen adoptadoacuerdos que posibilitasen las infracciones. 

Su responsabilidad también se extenderá a las san-ciones.
b) Los administradores de hecho o de derecho de aque-llas personas jurídicas que hayan cesado en sus acti-vidades, por las obligaciones tributarias devengadasde éstas que se encuentren pendientes en elmomento del cese, siempre que no hubieran hecholo necesario para su pago o hubieren adoptadoacuerdos o tomado medidas causantes del impago.

c) Los integrantes de la administración concursal y losliquidadores de sociedades y entidades en generalque no hubiesen realizado las gestiones necesariaspara el íntegro cumplimiento de las obligaciones tri-butarias devengadas con anterioridad a dichas situa-ciones e imputables a los respectivos obligados tri-butarios. 
De las obligaciones tributarias y sanciones posterio-res a dichas situaciones responderán como adminis-tradores cuando tengan atribuidas funciones deadministración.

d) Los adquirentes de bienes afectos por Ley al pago dela deuda tributaria, en los términos del artículo 79 dela Ley General Tributaria.
e) Los agentes y comisionistas de aduanas, cuandoactúen en nombre y por cuenta de sus comitentes.
f) Las personas o entidades que contraten o subcontra-ten la ejecución de obras o la prestación de servicioscorrespondientes a su actividad económica principal,por las obligaciones tributarias relativas a tributosque deban repercutirse o cantidades que deban rete-nerse a trabajadores, profesionales u otros empresa-rios, en la parte que corresponda a las obras o ser-vicios objeto de la contratación o subcontratación.
La responsabilidad prevista en el párrafo anterior no seráexigible cuando el contratista o subcontratista haya aportado alpagador un certificado específico de encontrarse al corrientede sus obligaciones tributarias emitido a estos efectos por elAyuntamiento durante los 12 meses anteriores al pago de cadafactura correspondiente a la contratación o subcontratación.
La responsabilidad quedará limitada al importe de lospagos que se realicen sin haber aportado el contratista o sub-contratista al pagador el certificado de encontrarse al corrientede sus obligaciones tributarias, o habiendo transcurrido el perí-odo de doce meses desde el anterior certificado sin haber sidorenovado.
El Ayuntamiento emitirá el certificado a que se refiere estepárrafo f), o lo denegará, en el plazo de tres días desde su soli-citud por el contratista o subcontratista, debiendo facilitar lascopias del certificado que le sean solicitadas.
2.  Las Leyes podrán establecer otros supuestos de respon-sabilidad subsidiaria distintos de los previstos en el apartadoanterior.
3.  El procedimiento para declarar y exigir la responsabili-dad subsidiaria se regirá por lo dispuesto en el artículo 176 dela Ley General Tributaria. 
Sección 3.ª Sucesores.
Artículo 18.º
1.  A la muerte de los obligados tributarios, las obligacio-nes tributarias pendientes se transmitirán a los herederos, sinperjuicio de lo que establece la legislación civil en cuanto a laadquisición de la herencia.
Las referidas obligaciones tributarias se transmitirán a loslegatarios en las mismas condiciones que las establecidas paralos herederos cuando la herencia se distribuya a través de lega-dos y en los supuestos en que se instituyan legados de partealícuota.
En ningún caso se transmitirán las sanciones. Tampoco setransmitirá la obligación del responsable, salvo que se hubieranotificado el acuerdo de derivación de responsabilidad antesdel fallecimiento.
2.  No impedirá la transmisión a los sucesores de las obli-gaciones tributarias devengadas el hecho de que a la fecha dela muerte del causante la deuda tributaria no estuviera liqui-dada, en cuyo caso las actuaciones se entenderán con cual-quiera de ellos, debiéndose notificar la liquidación que resultede dichas actuaciones a todos los interesados que consten en elexpediente.
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3.  Mientras la herencia se encuentre yacente, el cumpli-miento de las obligaciones tributarias del causante correspon-derá al representante de la herencia yacente. Las actuacionesadministrativas que tengan por objeto la cuantificación, deter-minación y liquidación de las obligaciones tributarias del cau-sante deberán realizarse o continuarse con el representante dela herencia yacente. Si al término del procedimiento no seconocieran los herederos, las liquidaciones se realizarán anombre de la herencia yacente.
Las obligaciones tributarias a que se refiere el párrafoanterior y las que fueran transmisibles por causa de muertepodrán satisfacerse con cargo a los bienes de la herenciayacente.
Artículo 19.º
1.  Las obligaciones tributarias pendientes de las socieda-des y entidades con personalidad jurídica disueltas y liquida-das en las que la ley limita la responsabilidad patrimonial delos socios, partícipes o cotitulares se transmitirán a éstos, quequedarán obligados solidariamente hasta el límite del valor dela cuota de liquidación que les corresponda.
Las obligaciones tributarias pendientes de las sociedades yentidades con personalidad jurídica disueltas y liquidadas enlas que la ley no limita la responsabilidad patrimonial de lossocios, partícipes o cotitulares se transmitirán íntegramente aéstos, que quedarán obligados solidariamente a su cumpli-miento.
2.  El hecho de que la deuda tributaria no estuviera liqui-dada en el momento de producirse la extinción de la personali-dad jurídica de la sociedad o entidad no impedirá la transmi-sión de las obligaciones tributarias devengadas a los sucesores,pudiéndose entender las actuaciones con cualquiera de ellos.   
3.  En los supuestos de extinción o disolución sin liquida-ción de sociedades mercantiles, las obligaciones tributariaspendientes de las mismas se transmitirán a las personas o enti-dades que sucedan o que sean beneficiarias de la correspon-diente operación. Esta norma también será aplicable a cual-quier supuesto de cesión global del activo y pasivo de unasociedad mercantil.
4.  En caso de disolución de fundaciones o entidades a lasque se refiere el apartado 4 del artículo 35 de esta ley, las obli-gaciones tributarias pendientes de las mismas se transmitirán alos destinatarios de los bienes y derechos de las fundaciones oa los partícipes o cotitulares de dichas entidades.
5.  Las sanciones que pudieran proceder por las infraccio-nes cometidas por las sociedades y entidades a las que serefiere este artículo serán exigibles a los sucesores de las mis-mas, en los términos establecidos en los apartados anteriores,hasta el límite del valor de la cuota de liquidación que lescorresponda.

CAPÍTULO IV
El domicilio fiscal

Artículo 20.º
1.  El domicilio fiscal es el lugar de localización del obli-gado tributario en sus relaciones con la Administración Tribu-taria.
2.  El domicilio fiscal será:
a) Para las personas físicas, el lugar donde tengan suresidencia habitual. 

No obstante, para las personas físicas que desarro-llen principalmente actividades económicas, en lostérminos que reglamentariamente se determinen, laAdministración Tributaria podrá considerar comodomicilio fiscal el lugar donde esté efectivamentecentralizada la gestión administrativa y la direcciónde las actividades desarrolladas.
Si no pudiera establecerse dicho lugar, prevaleceráaquel donde radique el mayor valor del inmovilizadoen el que se realicen las actividades económicas.

b) Para las personas jurídicas, su domicilio social,siempre que en él esté efectivamente centralizada sugestión administrativa y la dirección de sus negocios.
En otro caso, se atenderá al lugar en el que se lleve acabo dicha gestión o dirección. Cuando no puedadeterminarse el lugar del domicilio fiscal de acuerdocon los criterios anteriores prevalecerá aquel donderadique el mayor valor del inmovilizado.

c) Para las entidades a las que se refiere el apartado 4del artículo 35 de la Ley General Tributaria, el queresulte de aplicar las reglas establecidas en elpárrafo b) anterior.
d) Para las personas o entidades no residentes en España,el domicilio fiscal se determinará según lo establecidoen la normativa reguladora de cada tributo.

En defecto de regulación, el domicilio será el delrepresentante al que se refiere el artículo 47 de laLey General Tributaria.
No obstante, cuando la persona o entidad no resi-dente en España opere mediante establecimientopermanente, el domicilio será el que resulte de apli-car a dicho establecimiento permanente las reglasestablecidas en los párrafos a y b de este apartado. 

Artículo 21.º
Los obligados tributarios deberán comunicar su domiciliofiscal y el cambio del mismo al Ayuntamiento, en la forma yen los términos que se establezcan reglamentariamente. 
El cambio de domicilio fiscal no producirá efectos frenteal Ayuntamiento hasta que se cumpla con dicho deber decomunicación, pero ello no impedirá que, conforme a lo esta-blecido reglamentariamente, los procedimientos que se hayaniniciado de oficio antes de la comunicación de dicho cambio,puedan continuar tramitándose por el órgano correspondienteal domicilio inicial, siempre que las notificaciones derivadasde dichos procedimientos se realicen de acuerdo con lo pre-visto en el artículo 110 de la Ley General Tributaria. El Ayun-tamiento podrá comprobar y rectificar el domicilio fiscaldeclarado por los obligados tributarios en relación con los tri-butos cuya gestión le competa con arreglo al procedimientoque se fije reglamentariamente.

CAPÍTULO V
Base tributaria

Artículo 22.º
En la Ordenanza propia de cada tributo se concretarán losmedios y métodos para determinar la base imponible medianteel régimen de estimación directa, cuando se hubieren presen-tado por los sujetos pasivos declaraciones o documentos queimpliquen el devengo del tributo. En caso contrario, cuando nose hubieren presentado tales declaraciones o las presentadasno permitan a la Administración el conocimiento de los datosnecesarios para la determinación completa de la base tributa-ria, o bien los sujetos ofrezcan resistencia, excusa o negativa ala actuación inspectora, o incumplan substancialmente susobligaciones contables o registrales; la Administración fijarámediante el régimen de estimación indirecta las bases imponi-bles, aplicando los datos, antecedentes y elementos que tuvieraa su disposición de acuerdo a la normativa vigente, medianteel levantamiento por la Inspección de las correspondientesactas de regularización de la situación tributaria de los sujetospasivos. 
Artículo 23.º
En todo caso, se entenderá por base liquidable el resultadode practicar en la base imponible, las reducciones establecidaspor la Ley propia del tributo y por la Ordenanza Fiscal corres-pondiente.
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CAPÍTULO VI
Beneficios fiscales

Artículo 24.º
No se otorgarán otras exenciones, bonificaciones o deduccio-nes que las concretamente establecidas por norma de rango legalo derivados de la aplicación de los Tratados Internacionales.
Artículo 25.º
Los beneficios tributarios se otorgarán, en todo caso, asolicitud del interesado, a cuyo efecto deberá presentarla si setrata de tributos periódicos, juntamente con la declaración dealta; y si se trata de tributos no periódicos, al tiempo de la per-tinente declaración tributaria o en el plazo de reclamación anteel Ayuntamiento de la liquidación practicada.

CAPÍTULO VII
La deuda tributaria

Artículo 26.º 
Tendrán la consideración de tipo de gravamen los decarácter proporcional o progresivo que corresponda aplicarsobre la respectiva base tributaria para determinar la cuota.
Artículo 27.º
La cuota tributaria podrá determinarse:
a) En función del tipo de gravamen aplicado sobre labase tributaria que señale la oportuna OrdenanzaFiscal. b) Por una cantidad fija señalada al efecto en las res-pectivas Ordenanzas Fiscales. c) Por aplicación conjunta de ambos procedimientos.
Artículo 28.º
1.  La deuda tributaria estará constituida por la cuota ocantidad a ingresar que resulte de la obligación tributaria prin-cipal o de las obligaciones de realizar pagos a cuenta.
2.  Además, la deuda tributaria estará integrada, en sucaso, por:
a) El interés de demora.b) Los recargos por declaración extemporánea.c) Los recargos del período ejecutivo.d) Los recargos exigibles legalmente sobre las bases o lascuotas, a favor del Tesoro o de otros entes públicos.
3.  Las sanciones tributarias que puedan imponerse deacuerdo con lo dispuesto en el título IV de la Ley General Tribu-taria no formarán parte de la deuda tributaria, pero en su recau-dación se aplicara el Capítulo V del Título III de la Ley citada.

CAPÍTULO VIII
Extinción de la deuda tributaria

Artículo 29.º
1.  Las deudas tributarias podrán extinguirse por pago,prescripción, compensación, condonación o deducción sobretransferencias, por los medios previstos en la normativa adua-nera y por los demás medios previstos en las leyes.
2.  El pago, la compensación, la deducción sobre transfe-rencias o la condonación de la deuda tributaria tiene efectosliberatorios exclusivamente por el importe pagado, compen-sado, deducido o condonado. 
Sección 1.ª  El pago.
Artículo 30.º  Formas de pago.
1.  El pago de la deuda tributaria se efectuará en efectivo.Podrá efectuarse mediante efectos timbrados cuando así sedisponga reglamentariamente.
El pago de las deudas en efectivo podrá efectuarse por losmedios y en la forma que se determinen reglamentariamente.La normativa tributaria regulará los requisitos y condicionespara que el pago pueda efectuarse utilizando técnicas y medioselectrónicos, informáticos o telemáticos.

2.  Podrá admitirse el pago en especie de la deuda tributa-ria en período voluntario o ejecutivo cuando una ley lo dis-ponga expresamente y en los términos y condiciones que seprevean reglamentariamente.
Artículo 31.º  Momento del pago.
1.  Se entiende pagada en efectivo una deuda tributariacuando se haya realizado el ingreso de su importe en las cajasde los órganos competentes, oficinas recaudadoras o entidadesautorizadas para su admisión.
2.  En caso de empleo de efectos timbrados se entenderápagada la deuda tributaria cuando aquéllos se utilicen en laforma que reglamentariamente se determine.
3.  El pago en especie extinguirá la deuda tributaria en elmomento señalado en las normas que lo regulen.
Artículo 32.º  Plazos para el pago.
1.  Las deudas tributarias resultantes de una autoliquida-ción deberán pagarse en los plazos que establezca la normativade cada tributo.
2.  En el caso de deudas tributarias resultantes de liquida-ciones practicadas por la Administración, el pago en períodovoluntario deberá hacerse en los siguientes plazos:
a) Si la notificación de la liquidación se realiza entrelos días 1 y 15 de cada mes, desde la fecha de recep-ción de la notificación hasta el día 20 del mes poste-rior o, si éste no fuera hábil, hasta el inmediato hábilsiguiente.
b) Si la notificación de la liquidación se realiza entrelos días 16 y último de cada mes, desde la fecha derecepción de la notificación hasta el día 5 delsegundo mes posterior o, si éste no fuera hábil, hastael inmediato hábil siguiente.
3.  El pago en período voluntario de las deudas de notifica-ción colectiva y periódica que no tengan establecido otro plazoen sus normas reguladoras deberá efectuarse en el períodocomprendido entre el día 1 de septiembre y el 20 de noviem-bre o, si éste no fuera hábil, hasta el inmediato hábil siguiente.La Administración Tributaria competente podrá modificar elplazo señalado en el párrafo anterior siempre que dicho plazono sea inferior a dos meses.
4.  Las deudas que deban abonarse mediante efectos tim-brados se pagarán en el momento de la realización del hechoimponible, si no se dispone otro plazo en su normativa específica.
5.  Una vez iniciado el período ejecutivo y notificada laprovidencia de apremio, el pago de la deuda tributaria deberáefectuarse en los siguientes plazos:
a) Si la notificación de la providencia se realiza entrelos días 1 y 15 de cada mes, desde la fecha de recep-ción de la notificación hasta el día 20 de dicho meso, si éste no fuera hábil, hasta el inmediato hábilsiguiente.
b) Si la notificación de la providencia se realiza entrelos días 16 y último de cada mes, desde la fecha derecepción de la notificación hasta el día 5 del messiguiente o, si éste no fuera hábil, hasta el inmediatohábil siguiente.
6.  Las deudas tributarias aduaneras y fiscales derivadas deoperaciones de comercio exterior deberán pagarse en el plazoestablecido por su propia normativa.
7.  En los supuestos en los que la Ley de cada tributo loestablezca, el ingreso de la deuda de un obligado tributariopodrá suspenderse total o parcialmente, sin aportación degarantía y a solicitud de éste, si otro obligado presenta unadeclaración o autoliquidación de la que resulte una cantidad adevolver o una comunicación de datos, con indicación de queel importe de la devolución que pueda ser reconocido se des-tine a la cancelación de la deuda cuya suspensión se pretende.El importe de la deuda suspendida no podrá ser superior a ladevolución solicitada. La deuda suspendida quedará total oparcialmente extinguida en el importe que proceda de la devo-
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lución reconocida, sin que sean exigibles intereses de demorasobre la deuda cancelada con cargo a la devolución. 
8. El ingreso de la deuda de un obligado tributario se sus-penderá total o parcialmente, sin aportación de garantías, alcomprobar que por la misma operación se ha satisfecho a lamisma u otra Administración una deuda tributaria o se hasoportado la repercusión de otro impuesto, siempre que elpago realizado o la repercusión soportada fuera incompatiblecon la deuda exigida y, además, en este último caso, el sujetopasivo no tenga derecho a la completa deducción del importesoportado indebidamente.
Reglamentariamente se regulará el procedimiento para laextinción de deudas tributarias a las que se refiere el párrafoanterior y, en los casos en que se hallen implicadas dos Admi-nistraciones Tributarias, los mecanismos de compensaciónentre éstas. 
Sección 2.ª  La prescripción tributaria.
Artículo 33.º
Prescribirán a los cuatro años los siguientes derechos:
1) El derecho de la Administración para determinar ladeuda tributaria mediante la oportuna liquidación.
2) El derecho de la Administración para exigir el pagode las deudas tributarias liquidadas y auto liquidadas.
3) El derecho a solicitar las devoluciones derivadas dela normativa de cada tributo, las devoluciones deingresos indebidos y el reembolso del coste de lasgarantías.
4) El derecho a obtener las devoluciones derivadas dela normativa de cada tributo, las devoluciones deingresos indebidos y el reembolso del coste de lasgarantías.
Artículo 34. Cómputo de los plazos de prescripción.
1.  El plazo de prescripción comenzará a contarse en losdistintos casos a los que se refiere el artículo anterior con-forme a las siguientes reglas:
a) En el caso 1), desde el día siguiente a aquel en quefinalice el plazo reglamentario para presentar lacorrespondiente declaración o autoliquidación.
b) En el caso 2), desde el día siguiente a aquel en quefinalice el plazo de pago en período voluntario, sinperjuicio de lo dispuesto en el apartado 2 de esteartículo.
c) En el caso 3), desde el día siguiente a aquel en quefinalice el plazo para solicitar la correspondientedevolución derivada de la normativa de cada tributoo, en defecto de plazo, desde el día siguiente a aquelen que dicha devolución pudo solicitarse; desde eldía siguiente a aquel en que se realizó el ingresoindebido o desde el día siguiente a la finalización delplazo para presentar la autoliquidación si el ingresoindebido se realizó dentro de dicho plazo; o desde eldía siguiente a aquel en que adquiera firmeza la sen-tencia o resolución administrativa que declare total oparcialmente improcedente el acto impugnado.

En el supuesto de tributos que graven una mismaoperación y que sean incompatibles entre sí, el plazode prescripción para solicitar la devolución delingreso indebido del tributo improcedente comen-zará a contarse desde la resolución del órgano espe-cíficamente previsto para dirimir cuál es el tributoprocedente.
d) En el caso 4), desde el día siguiente a aquel en quefinalicen los plazos establecidos para efectuar lasdevoluciones derivadas de la normativa de cada tri-buto o desde el día siguiente a la fecha de notifica-ción del acuerdo donde se reconozca el derecho apercibir la devolución o el reembolso del coste delas garantías.

2.  El plazo de prescripción para exigir la obligación depago a los responsables solidarios comenzará a contarse desdeel día siguiente a la finalización del plazo de pago en períodovoluntario del deudor principal.
No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, en el casode los responsables solidarios previstos en el apartado 2 delartículo 42 de esta Ley, dicho plazo de prescripción se iniciaráen el momento en que ocurran los hechos que constituyan elpresupuesto de la responsabilidad.
Tratándose de responsables subsidiarios, el plazo de pres-cripción comenzará a computarse desde la notificación de laúltima actuación recaudatoria practicada al deudor principal oa cualquiera de los responsables solidarios.
Artículo 35.º  Interrupción de los plazos de prescripción.
1.  El plazo de prescripción del derecho a que se refiere elpárrafo a) del artículo 66 de la Ley General Tributaria se inte-rrumpe:
a) Por cualquier acción de la Administración Tributa-ria, realizada con conocimiento formal del obligadotributario, conducente al reconocimiento, regulariza-ción, comprobación, inspección, aseguramiento yliquidación de todos o parte de los elementos de laobligación tributaria.
b) Por la interposición de reclamaciones o recursos decualquier clase, por las actuaciones realizadas conconocimiento formal del obligado tributario en elcurso de dichas reclamaciones o recursos, por laremisión del tanto de culpa a la jurisdicción penal opor la presentación de denuncia ante el MinisterioFiscal, así como por la recepción de la comunicaciónde un órgano jurisdiccional en la que ordene la para-lización del procedimiento administrativo en curso.
c) Por cualquier actuación fehaciente del obligado tri-butario conducente a la liquidación o autoliquida-ción de la deuda tributaria.
2.  El plazo de prescripción del derecho a que se refiere elpárrafo b) del artículo 66 de la Ley General Tributaria se inte-rrumpe:
a) Por cualquier acción de la Administración tributaria,realizada con conocimiento formal del obligado tri-butario, dirigida de forma efectiva a la recaudaciónde la deuda tributaria.
b) Por la interposición de reclamaciones o recursos decualquier clase, por las actuaciones realizadas conconocimiento formal del obligado en el curso dedichas reclamaciones o recursos, por la declaracióndel concurso del deudor o por el ejercicio de accio-nes civiles o penales dirigidas al cobro de la deudatributaria, así como por la recepción de la comunica-ción de un órgano jurisdiccional en la que se ordenela paralización del procedimiento administrativo encurso.
c) Por cualquier actuación fehaciente del obligado tri-butario conducente al pago o extinción de la deudatributaria.
3.  El plazo de prescripción del derecho al que se refiere elpárrafo c) del artículo 66 de la Ley General Tributaria se inte-rrumpe:
a) Por cualquier actuación fehaciente del obligado tri-butario que pretenda la devolución, el reembolso ola rectificación de su autoliquidación.
b) Por la interposición, tramitación o resolución dereclamaciones o recursos de cualquier clase.
4.  El plazo de prescripción del derecho al que se refiere elpárrafo d) del artículo 66 de la Ley General Tributaria se inte-rrumpe:
a) Por cualquier acción de la Administración Tributariadirigida a efectuar la devolución o el reembolso.
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b) Por cualquier actuación fehaciente del obligado tri-butario por la que exija el pago de la devolución o elreembolso.
c) Por la interposición, tramitación o resolución dereclamaciones o recursos de cualquier clase.
5.  Producida la interrupción, se iniciará de nuevo el cóm-puto del plazo de prescripción, salvo lo establecido en el apar-tado siguiente.
6.  Cuando el plazo de prescripción se hubiera interrum-pido por la interposición del recurso ante la jurisdicción con-tencioso-administrativa, por el ejercicio de acciones civiles openales, por la remisión del tanto de culpa a la jurisdiccióncompetente o la presentación de denuncia ante el MinisterioFiscal o por la recepción de una comunicación judicial deparalización del procedimiento, el cómputo del plazo de pres-cripción se iniciará de nuevo cuando la Administración Tribu-taria reciba la notificación de la resolución firme que pongafin al proceso judicial o que levante la paralización, o cuandose reciba la notificación del Ministerio Fiscal devolviendo elexpediente.
Cuando el plazo de prescripción se hubiera interrumpidopor la declaración del concurso del deudor, el cómputo delplazo de prescripción se iniciará de nuevo en el momento deaprobación del convenio concursal para las deudas tributariasno sometidas al mismo. Respecto a las deudas tributariassometidas al convenio concursal, el cómputo del plazo deprescripción se iniciará de nuevo cuando aquéllas resulten exi-gibles al deudor. 
Si el convenio no fuera aprobado, el plazo se reiniciarácuando se reciba la resolución judicial firme que señale dichacircunstancia.
Lo dispuesto en este apartado no será aplicable al plazo deprescripción del derecho de la Administración Tributaria paraexigir el pago cuando no se hubiera acordado la suspensión envía contencioso-administrativa.
7.  Interrumpido el plazo de prescripción para un obligadotributario, dicho efecto se extiende a todos los demás obliga-dos, incluidos los responsables. No obstante, si la obligaciónes mancomunada y sólo se reclama a uno de los obligados tri-butarios la parte que le corresponde, el plazo no se interrumpepara los demás. Si existieran varias deudas liquidadas a cargode un mismo obligado al pago, la interrupción de la prescrip-ción sólo afectará a la deuda a la que se refiera.
Artículo 36.º  Extensión y efectos de la prescripción.
1.  La prescripción ganada aprovecha por igual a todos losobligados al pago de la deuda tributaria salvo lo dispuesto enel apartado 7 del artículo anterior.
2.  La prescripción se aplicará de oficio, incluso en loscasos en que se haya pagado la deuda tributaria, sin necesidadde que la invoque o excepcione el obligado tributario.
3.  La prescripción ganada extingue la deuda tributaria.
Artículo 37.º  Efectos de la prescripción en relación con

las obligaciones formales.
1.  Salvo lo dispuesto en los apartados siguientes, las obli-gaciones formales vinculadas a otras obligaciones tributariasdel propio obligado sólo podrán exigirse mientras no hayaexpirado el plazo de prescripción del derecho para determinarestas últimas.
2.  A efectos del cumplimiento de las obligaciones tributa-rias de otras personas o entidades, las obligaciones de conser-vación y suministro de información previstas en los párrafosd), e) y f) del apartado 2 del artículo 29 de la Ley General Tri-butaria deberán cumplirse en el plazo previsto en la normativamercantil o en el plazo de exigencia de sus propias obligacio-nes formales al que se refiere el apartado anterior, si esteúltimo fuese superior.
3.  La obligación de justificar la procedencia de los datosque tengan su origen en operaciones realizadas en períodos

impositivos prescritos se mantendrá durante el plazo de pres-cripción del derecho para determinar las deudas tributariasafectadas por la operación correspondiente.
Sección 3.ª  Otras formas de extinción.
Artículo 38.º
Las deudas tributarias podrán extinguirse, total o parcial-mente, por compensación, tanto de oficio como a instancia departe, con los siguientes requisitos: 
a) Que se haya liquidado la deuda tributaria, estandovencida y siendo ya exigible en voluntaria o ejecu-tiva.
b) Que se acompañe justificante de los créditos recono-cidos que se pretenden compensar. 
c) Que la deuda y el crédito correspondan al mismosujeto pasivo. 
d) Que no exista pleito o retención sobre el crédito quese pretenda compensar; excluyéndose de la compen-sación las deudas que hayan sido objeto de aplaza-miento o fraccionamiento, así como los ingresos quedeban efectuar los sustitutos por retención y los cré-ditos que hubieran sido endosados. 
Artículo 39.º
1.  Las deudas a favor del Ayuntamiento, cuando el deudorsea un ente territorial, organismo autónomo, Seguridad Socialo entidad de Derecho público cuya actividad no se rija por elordenamiento privado, serán compensables de oficio, una veztranscurrido el plazo de ingreso en período voluntario. 
2.  Adoptado el acuerdo que autorice la compensación porparte del Alcalde, se comunicará a la entidad deudora proce-diendo a la formalización de aquélla cuando hayan transcu-rrido 15 días sin reclamación del deudor.
3.  Cuando no fuere posible aplicar la compensación comomedio de extinción de las deudas de las entidades públicasreseñadas en el artículo anterior, por no ostentar las mismascrédito alguno contra el Ayuntamiento, se procederá por elInterventor a expedir título acreditativo de deudas de entidadespúblicas. En la certificación de descubierto para compensaciónde deudas de entidades públicas, no se consignará ni la provi-dencia de apremio ni el importe del recargo.
4.  Tramitado el expediente, Tesorería lo trasladará alseñor Alcalde, para que éste, después de examinar la natura-leza de la deuda, el deudor, y el desarrollo de la tramitacióndel expediente, elabore propuesta de actuación, que puede seruna de las siguientes: 
a) Solicitar la colaboración del Departamento deRecaudación de la Agencia Estatal de Administra-ción Tributaria.
b) Solicitar a la Administración del Estado el pago dela deuda, con cargo a las transferencias de fondosque hubieran de ordenar a favor del deudor. 
Artículo 40.º
1.  Cuando un deudor no comprendido en el artículo ante-rior sea, a la vez, acreedor municipal por un crédito recono-cido por el Ayuntamiento; transcurrido el período voluntario seexpedirá certificación de descubierto, compensando la deudacon el crédito incluido el recargo de apremio y notificándolo alinteresado.
2.  Cuando sea instada por el obligado al pago la compen-sación, deberá presentar una solicitud en la forma y con losrequisitos que exige la normativa correspondiente ante laRecaudación Municipal.
3.  En todo caso, acordada la compensación se declararánextinguidas las deudas y los créditos en la cantidad concu-rrente, practicando las operaciones precisas para reflejarlo.
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Artículo 41.º
Las deudas tributarias sólo podrán ser objeto de condona-ción, rebaja o perdón, en virtud de la Ley que así lo establezcay en la cuantía y con los requisitos que en la misma se deter-minen. 
Artículo 42.º
1.  Las deudas tributarias que no hayan podido hacerseefectivas en los respectivos procedimientos ejecutivos porinsolvencia probada del sujeto pasivo y demás responsables,se declararán provisionalmente extinguidas en la cuantía pro-cedente, en tanto no se rehabiliten dentro del plazo de pres-cripción. Si así no ocurriere, quedará la deuda definitivamenteextinguida.
2.  Conforme se autoriza en el artículo 41.3 de la LeyGeneral Presupuestaria, se anularán por la Junta de GobiernoLocal y serán baja en contabilidad las deudas integradas en unexpediente ejecutivo cuyo importe total, excluido el recargo deapremio, no exceda de 30 euros; siempre que se acredite queno se puede compensar la deuda, por no existir créditos reco-nocidos por acto administrativo firme de la Hacienda Munici-pal a favor del mismo sujeto pasivo. Será asimismo preciso,probar que el deudor ha resultado desconocido en el domicilioque figura en el título ejecutivo correspondiente, o en cual-quier otro domicilio del que tuviere conocimiento la Recauda-ción Municipal.

CAPÍTULO IX
Garantías de la deuda tributaria

Artículo 43.º
La Hacienda Municipal gozará de prelación para el cobrode los débitos tributarios vencidos y no satisfechos, en cuantoconcurra con acreedores que no lo sean del dominio, prenda,hipoteca o cualquier otro derecho real debidamente inscrito enel Registro con anterioridad a la fecha en que se haga constaren el mismo el derecho de la Hacienda Municipal. 
Artículo 44.º
1.  En los tributos que graven periódicamente los bienes oderechos inscribibles en un registro público o sus productosdirectos, ciertos o presuntos; el Ayuntamiento tendrá preferen-cia sobre cualquier otro acreedor o adquirente, aunque éstoshayan inscrito sus derechos, para el cobro de las deudas nosatisfechas correspondientes al año natural en que se ejercite laacción administrativa de cobro y al inmediatamente anterior. 
2.  A los efectos de lo dispuesto en el número anterior, seentiende que se ejercita la acción administrativa de cobrocuando se inicia el procedimiento de recaudación en períodovoluntario, de los créditos correspondientes al ejercicio en quese haya inscrito en el Registro el derecho o efectuado la trans-misión de los bienes o derechos de que se trate.
Artículo 45.º
1.  Las deudas y responsabilidades tributarias derivadasdel ejercicio de explotaciones y actividades económicas porpersonas físicas, sociedades y entidades jurídicas serán exigi-bles a quiénes les sucedan por cualquier concepto en la respec-tiva titularidad.
2.  El que pretenda adquirir dicha titularidad, y previa laconformidad del titular actual, tendrá derecho a solicitar de laAdministración certificación detallada de las deudas y respon-sabilidades tributarias derivadas del ejercicio de la explotacióny actividades a que se refiere el apartado anterior. 
En caso de que la certificación se expidiera con contenidonegativo o no se facilitara en el plazo de dos meses, quedaráaquél exento de la responsabilidad establecida en este artículo.
Artículo 46.º 
1.  Los bienes y derechos transmitidos quedarán afectos ala responsabilidad del pago de las cantidades, liquidadas o no,correspondientes a los tributos que graven tales transmisiones,adquisiciones o importaciones, cualquiera que sea su posee-

dor; salvo que éste resulte ser un tercero protegido por la fepública registral, o se justifique la adquisición de los bienescon buena fe y justo título en establecimiento mercantil oindustrial, en el caso de bienes muebles no inscribibles.
2.  Siempre que la ley reguladora de cada tributo concedaun beneficio de exención o bonificación, cuya definitiva efec-tividad dependa del ulterior cumplimiento por el contribuyentede cualquier requisito, la Administración hará figurar el totalimporte de la liquidación que hubiera debido girarse de nomediar el beneficio fiscal, lo que se hará constar por nota mar-ginal de afección en los Registros Públicos.

CAPÍTULO X
Infracciones y sanciones tributarias

Artículo 47.º  Sujetos infractores. 
1.  Serán sujetos infractores las personas físicas o jurídicasy las entidades mencionadas en el apartado 4 del artículo 35 dela Ley General Tributaria, que realicen las acciones u omisio-nes tipificadas como infracciones en las Leyes. 
Entre otros, serán sujetos infractores los siguientes:
a) Los contribuyentes y los sustitutos de los contribu-yentes. b) Los retenedores y los obligados a practicar ingresosa cuenta.c) Los obligados al cumplimiento de obligaciones tri-butarias formales. d) La sociedad dominante en el régimen de consolida-ción fiscal. e) Las entidades que estén obligadas a imputar o atri-buir rentas a sus socios o miembros. f) El representante legal de los sujetos obligados quecarezcan de capacidad de obrar en el orden tributario.
2.  El sujeto infractor tendrá la consideración de deudorprincipal a efectos de lo dispuesto en el apartado 1 del artículo41 de la Ley General Tributaria en relación con la declaraciónde responsabilidad. 
3.  La concurrencia de varios sujetos infractores en la rea-lización de una infracción tributaria determinará que quedensolidariamente obligados frente a la Administración al pago dela sanción. 
Artículo 48.º  Responsables y sucesores de las sanciones

tributarias. 
1.  Responderán solidariamente del pago de las sancionestributarias, derivadas o no de una deuda tributaria, las personaso entidades que se encuentren en los supuestos de los párrafosa y c del apartado 1 del artículo 41 de la Ley General Tributa-ria, en los términos establecidos en dicho artículo. 
2.  Responderán subsidiariamente del pago de las sancio-nes tributarias las personas o entidades que se encuentren en elsupuesto del párrafo a del apartado 1 del artículo 42 de la LeyGeneral Tributaria, en los términos establecidos en dicho ar-tículo. 
3.  Las sanciones tributarias no se transmitirán a los here-deros y legatarios de las personas físicas infractoras. Las san-ciones tributarias por infracciones cometidas por las socieda-des y entidades disueltas se transmitirán a los sucesores de lasmismas en los términos previstos en el artículo 40 de la LeyGeneral Tributaria. 
Artículo 49.º  Concepto y clases de infracciones tributarias. 
1.  Son infracciones tributarias las acciones u omisionesdolosas o culposas con cualquier grado de negligencia queestén tipificadas y sancionadas como tales en esta u otra Ley. 
2.  Las infracciones tributarias se clasifican en leves, gra-ves y muy graves. 
3.  Las infracciones y sanciones en materia de contrabandose regirán por su normativa específica. 
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Artículo 50.º  Calificación de las infracciones tributarias.
1.  Las infracciones tributarias se calificarán como leves,graves o muy graves, de acuerdo con lo dispuesto en cada casoen los artículos 191 a 206 de la Ley General Tributaria. Cadainfracción tributaria se calificará de forma unitaria como leve,grave o muy grave y, en el caso de multas proporcionales, lasanción que proceda se aplicará sobre la totalidad de la base dela sanción que en cada caso corresponda, salvo en el supuestodel apartado 6 del artículo 191 de la Ley General Tributaria. 
2.  A efectos de lo establecido en este título, se entenderáque existe ocultación de datos a la Administración tributariacuando no se presenten declaraciones o se presenten declara-ciones en las que se incluyan hechos u operaciones inexisten-tes o con importes falsos, o en las que se omitan total o par-cialmente operaciones, ingresos, rentas, productos, bienes ocualquier otro dato que incida en la determinación de la deudatributaria, siempre que la incidencia de la deuda derivada de laocultación en relación con la base de la sanción sea superioral 10%.
3.  A efectos de lo establecido en esta Ordenanza, se consi-deran medios fraudulentos los enumerados en el artículo 184.3de la Ley General Tributaria. 
Artículo 51.º  Clases de sanciones tributarias. 
1.  Las infracciones tributarias se sancionarán mediante laimposición de sanciones pecuniarias y, cuando proceda, desanciones no pecuniarias de carácter accesorio. 
2.  Las sanciones pecuniarias podrán consistir en multa fijao proporcional. 
Artículo 52.º  Criterios de graduación de las sanciones

tributarias. 
1.  Las sanciones tributarias se graduarán exclusivamenteconforme a los siguientes criterios, en la medida en que resul-ten aplicables: 
a) Comisión repetida de infracciones tributarias, en lostérminos previstos en el artículo 187.1.a de LeyGeneral Tributaria. 
b) Perjuicio económico para la Hacienda Pública, quese determinará por el porcentaje resultante de larelación existente entre: 

1.º  La base de la sanción; y...
2.º  La cuantía total que hubiera debido ingresarse enla autoliquidación o por la adecuada declaracióndel tributo o el importe de la devolución inicial-mente obtenida. Cuando concurra esta circuns-tancia, la sanción mínima se incrementará en lossiguientes porcentajes:
•  Cuando el perjuicio económico sea superior al10% e inferior o igual al 25%, el incremento seráde 10 puntos porcentuales.
•  Cuando el perjuicio económico sea superior al25% e inferior o igual al 50%, el incremento seráde 15 puntos porcentuales.
•  Cuando el perjuicio económico sea superior al50% e inferior o igual al 75%, el incremento seráde 20 puntos porcentuales.
•  Cuando el perjuicio económico sea superior al75%, el incremento será de 25 puntos porcentuales.

c) Acuerdo o conformidad del interesado. 
En los procedimientos de verificación de datos y compro-bación limitada, salvo que se requiera la conformidad expresa,se entenderá producida la conformidad siempre que la liquida-ción resultante no sea objeto de recurso o reclamación econó-mico-administrativa.
En el procedimiento de inspección se aplicará este criteriode graduación cuando el obligado tributario suscriba un actacon acuerdo o un acta de conformidad. 

Cuando concurra esta circunstancia, la sanción que resultede la aplicación de los criterios previstos en los párrafos ante-riores de este apartado se reducirá de acuerdo con lo dispuestoen el artículo siguiente. 
2.  Los criterios de graduación son aplicables simultánea-mente.
Artículo 53.º  Reducción de las sanciones. 
1.  La cuantía de las sanciones pecuniarias impuestassegún los se reducirá en los siguientes porcentajes: 
a) Un 50% en los supuestos de actas con acuerdo pre-vistos en el artículo 155 de la Ley General Tributaria.b) Un 30 % en los supuestos de conformidad.
2.  El importe de la reducción practicada conforme a lodispuesto en el apartado anterior se exigirá sin más requisitoque la notificación al interesado, cuando concurra alguna delas siguientes circunstancias: 
a) En los supuestos previstos en el párrafo a) del apar-tado anterior, cuando se haya interpuesto contra laregularización o la sanción el correspondienterecurso contencioso-administrativo o, en el supuestode haberse presentado aval o certificado de segurode caución en sustitución del depósito, cuando no seingresen en período voluntario las cantidades deriva-das del acta con acuerdo, sin que dicho pago sepueda aplazar o fraccionar. 
b) En los supuestos de conformidad, cuando se hayainterpuesto recurso o reclamación contra la regulari-zación.
3.  El importe de la sanción que deba ingresarse por lacomisión de cualquier infracción, una vez aplicada, en su caso,la reducción por conformidad a la que se refiere el párrafo bdel apartado 1 de este artículo, se reducirá en el 25% si concu-rren las siguientes circunstancias: 
a) Que se realice el ingreso total del importe restantede dicha sanción en período voluntario sin haberpresentado solicitud de aplazamiento o fracciona-miento de pago.
b) Que no se interponga recurso o reclamación contrala liquidación o la sanción.
El importe de la reducción practicada de acuerdo con lodispuesto en este apartado se exigirá sin más requisito que lanotificación al interesado, cuando se haya interpuesto recursoo reclamación en plazo contra la liquidación o la sanción.  Lareducción prevista en este apartado no será aplicable a las san-ciones que procedan en los supuestos de actas con acuerdo.
4.  Cuando según lo dispuesto en los apartados 2 y 3 deeste artículo se exija el importe de la reducción practicada, noserá necesario interponer recurso independiente contra dichoacto si previamente se hubiera interpuesto recurso o reclama-ción contra la sanción reducida. 
Si se hubiera interpuesto recurso contra la sanción redu-cida se entenderá que la cuantía a la que se refiere dichorecurso será el importe total de la sanción, y se extenderán losefectos suspensivos derivados del recurso a la reducción prac-ticada que se exija. 
Artículo 54.º  Extinción de la responsabilidad derivada de

las infracciones tributarias.
1.  La responsabilidad derivada de las infracciones tributa-rias se extinguirá por el fallecimiento del sujeto infractor y porel transcurso del plazo de prescripción para imponer lascorrespondientes sanciones. 
2.  El plazo de prescripción para imponer sanciones tributa-rias será de cuatro años y comenzará a contarse desde el mo-mento en que se cometieron las correspondientes infracciones.
3.  El plazo de prescripción para imponer sanciones tribu-tarias se interrumpirá: 
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a) Por cualquier acción de la Administración Tributa-ria, realizada con conocimiento formal del intere-sado, conducente a la imposición de la sanción tribu-taria. 
Las acciones administrativas conducentes a la regu-larización de la situación tributaria del obligado inte-rrumpirán el plazo de prescripción para imponer lassanciones tributarias que puedan derivarse de dicharegularización. 

b) Por la interposición de reclamaciones o recursos decualquier clase, por la remisión del tanto de culpa ala jurisdicción penal, así como por las actuacionesrealizadas con conocimiento formal del obligado enel curso de dichos procedimientos.
4.  La prescripción se aplicará de oficio por la Administra-ción tributaria, sin necesidad de que la invoque el interesado. 
Artículo 55.º  Clasificación de las infracciones y sancio-

nes tributarias. Infracción tributaria por dejar de ingresar la
deuda tributaria que debiera resultar de una autoliquidación. 

1.  Constituye infracción tributaria dejar de ingresar dentrodel plazo establecido en la normativa de cada tributo la totali-dad o parte de la deuda tributaria que debiera resultar de lapresentación de documentos necesarios para liquidar, de lacorrecta autoliquidación del tributo y/o ingreso del depósitoprevio que prevea cada ordenanza en concreto, salvo que seregularice con arreglo al artículo 27 o proceda la aplicacióndel párrafo b del apartado 1 del artículo 161, ambos de la LeyGeneral Tributaria. 
También constituye infracción tributaria la falta de ingresototal o parcial de la deuda tributaria de los socios, herederos,comuneros o partícipes derivada de las cantidades no atribui-das o atribuidas incorrectamente por las entidades en atribu-ción de rentas. La infracción tributaria prevista en este artículoserá leve, grave o muy grave de acuerdo con lo dispuesto enlos apartados siguientes. 
La base de la sanción será la cuantía no ingresada en laautoliquidación como consecuencia de la comisión de lainfracción. 
2.  La infracción tributaria será leve cuando la base de lasanción sea inferior o igual a 3.000 euros o, siendo superior,no exista ocultación. 
La sanción por infracción leve consistirá en multa pecu-niaria proporcional del 50%. 
3.  La infracción será grave cuando la base de la sanciónsea superior a 3.000 euros y exista ocultación. 
La utilización de medios fraudulentos determinará que lainfracción sea calificada en todo caso como muy grave. 
La sanción por infracción grave consistirá en multa pecu-niaria proporcional del 50 al 100% y se graduará incremen-tando el porcentaje mínimo conforme a los criterios de comi-sión repetida de infracciones tributarias y de perjuicioeconómico para la Hacienda Pública, con los incrementos por-centuales previstos para cada caso en los párrafos a y b delapartado 1 del artículo 187 de la Ley General Tributaria. 
4.  La infracción será muy grave cuando se hubieran utili-zado medios fraudulentos. 
La sanción por infracción muy grave consistirá en multapecuniaria proporcional del 100 al 150% y se graduará incre-mentando el porcentaje mínimo conforme a los criterios decomisión repetida de infracciones tributarias y de perjuicioeconómico para la Hacienda Pública, con los incrementos por-centuales previstos para cada caso en los párrafos a y b delapartado 1 del artículo 187 de la Ley General Tributaria. 
Artículo 56.º  Infracción tributaria por incumplir la obli-

gación de presentar de forma completa y correcta declaracio-
nes o documentos necesarios para practicar liquidaciones. 

1.  Constituye infracción tributaria incumplir la obligaciónde presentar de forma completa y correcta las declaraciones odocumentos necesarios, incluidos los relacionados con las

obligaciones aduaneras, para que la Administración Tributariapueda practicar la adecuada liquidación de aquellos tributosque no se exigen por el procedimiento de autoliquidación,salvo que se regularice con arreglo al artículo 27 de la LeyGeneral Tributaria. 
La infracción tributaria prevista en este artículo será leve,grave o muy grave, de acuerdo con lo dispuesto en los aparta-dos siguientes. 
La base de la sanción será la cuantía de la liquidacióncuando no se hubiera presentado declaración, o la diferenciaentre la cuantía que resulte de la adecuada liquidación del tri-buto y la que hubiera procedido de acuerdo con los datosdeclarados. 
2.  La infracción tributaria será leve cuando la base de lasanción sea inferior o igual a 3.000 euros o, siendo superior,no exista ocultación. 
La sanción por infracción leve consistirá en multa pecu-niaria proporcional del 50%.
3.  La infracción será grave cuando la base de la sanciónsea superior a 3.000 euros y exista ocultación. 
La utilización de medios fraudulentos determinará que lainfracción sea calificada en todo caso como muy grave. 
La sanción por infracción grave consistirá en multa pecu-niaria proporcional del 50 al 100% y se graduará incremen-tando el porcentaje mínimo conforme a los criterios de comi-sión repetida de infracciones tributarias y de perjuicioeconómico para la Hacienda Pública, con los incrementos por-centuales previstos para cada caso en los párrafos a y b delapartado 1 del artículo 187 de la Ley General Tributaria. 
4.  La infracción será muy grave cuando se hubieran utili-zado medios fraudulentos. 
La sanción por infracción muy grave consistirá en multapecuniaria proporcional del 100 al 150% y se graduará incre-mentando el porcentaje mínimo conforme a los criterios decomisión repetida de infracciones tributarias y de perjuicioeconómico para la Hacienda Pública, con los incrementos por-centuales previstos para cada caso en los párrafos a y b delapartado 1 del artículo 187 de la Ley General Tributaria. 
5.  También constituye infracción tributaria incumplir laobligación de comunicar el domicilio fiscal o el cambio delmismo por las personas físicas que no realicen actividadeseconómicas.
La infracción prevista en este apartado será leve y la san-ción consistirá en multa pecuniaria fija de 100 euros.
Artículo 57.  Infracción tributaria por resistencia, obs-

trucción, excusa o negativa a las actuaciones de la Adminis-
tración Tributaria. 

1.  Constituye infracción tributaria la resistencia, obstruc-ción, excusa o negativa a las actuaciones de la AdministraciónTributaria. 
Se entiende producida esta circunstancia cuando el sujetoinfractor, debidamente notificado al efecto, haya realizadoactuaciones tendentes a dilatar, entorpecer o impedir las actua-ciones de la Administración Tributaria en relación con el cum-plimiento de sus obligaciones. 
Entre otras, constituyen resistencia, obstrucción, excusa onegativa a las actuaciones de la Administración Tributaria lassiguientes conductas: 
a) No facilitar el examen de documentos, informes,antecedentes, libros, registros, ficheros, facturas,justificantes y asientos de contabilidad principal oauxiliar, programas y archivos informáticos, siste-mas operativos y de control y cualquier otro datocon trascendencia tributaria. 
b) No atender algún requerimiento debidamente notifi-cado. 
c) La incomparecencia, salvo causa justificada, en ellugar y tiempo que se hubiera señalado.
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d) Negar o impedir indebidamente la entrada o perma-nencia en fincas o locales a funcionarios de la Admi-nistración Tributaria o el reconocimiento de locales,máquinas, instalaciones y explotaciones relaciona-das con las obligaciones tributarias. 
f) Las coacciones a los funcionarios de la Administra-ción Tributaria.
2.  La infracción prevista en este artículo será grave. 
3.  La sanción consistirá en multa pecuniaria fija de 150euros, salvo que sea de aplicación lo dispuesto en los aparta-dos siguientes de este artículo. 
4.  Si la resistencia, obstrucción, excusa o negativa a laactuación de la Administración consiste en desatender en elplazo concedido requerimientos distintos a los previstos en elapartado siguiente, la sanción consistirá en multa pecuniariafija de: 
a) 150 euros, si se ha incumplido por primera vez unrequerimiento. b) 300 euros, si se ha incumplido por segunda vez elrequerimiento. c) 600 euros, si se ha incumplido por tercera vez elrequerimiento.
Artículo 58.º  Otras infracciones tributarias 
También constituye infracción, las conductas tipificadascomo tales en el Capítulo III del Título IV de la Ley GeneralTributaria. 
Artículo 59.º  Regulación del procedimiento sancionador

en materia tributaria. 
El procedimiento sancionador en materia tributaria seregulará: 
a) Por las normas especiales establecidas en este título yla normativa reglamentaria dictada en su desarrollo.
b) En su defecto, por las normas reguladoras del proce-dimiento sancionador en materia administrativa.
Artículo 60.º  Procedimiento para la imposición de san-

ciones tributarias.
1.  El procedimiento sancionador en materia tributaria setramitará de forma separada a los de aplicación de los tributos,salvo renuncia del obligado tributario, en cuyo caso se trami-tará conjuntamente. 
2.  En los supuestos de actas con acuerdo y en aquellosotros en que el obligado tributario haya renunciado a la trami-tación separada del procedimiento sancionador, las cuestionesrelativas a las infracciones se analizarán en el correspondienteprocedimiento de aplicación de los tributos de acuerdo con lanormativa reguladora del mismo, conforme se establezcareglamentariamente. 
Artículo 61.º Iniciación del procedimiento sancionador en

materia tributaria.
1.  El procedimiento sancionador en materia tributaria seiniciará siempre de oficio, mediante la notificación delacuerdo del órgano competente. 
2.  Los procedimientos sancionadores que se incoen comoconsecuencia de un procedimiento iniciado mediante declara-ción o de un procedimiento de verificación de datos, compro-bación o inspección no podrán iniciarse respecto a la personao entidad que hubiera sido objeto del procedimiento una veztranscurrido el plazo de tres meses desde que se hubiese notifi-cado o se entendiese notificada la correspondiente liquidacióno resolución. 
Artículo 62.º  Instrucción del procedimiento sancionador

en materia tributaria.
1.  En la instrucción del procedimiento sancionador seránde aplicación las normas especiales sobre el desarrollo de lasactuaciones y procedimientos tributarios a las que se refiere elartículo 99 de la Ley General Tributaria. 

2.  Los datos, pruebas o circunstancias que obren o hayansido obtenidos en alguno de los procedimientos de aplicaciónde los tributos regulados en el y vayan a ser tenidos en cuentaen el procedimiento sancionador deberán incorporarse formal-mente al mismo antes de la propuesta de resolución. 
3.  Concluidas las actuaciones, se formulará propuesta deresolución en la que se recogerán de forma motivada loshechos, su calificación jurídica y la infracción que aquéllospuedan constituir o la declaración, en su caso, de inexistenciade infracción o responsabilidad. 
En la propuesta de resolución se concretará asimismo lasanción propuesta con indicación de los criterios de gradua-ción aplicados, con motivación adecuada de la procedencia delos mismos. 
La propuesta de resolución será notificada al interesado,indicándole la puesta de manifiesto del expediente y conce-diéndole un plazo de 15 días para que alegue cuanto considereconveniente y presente los documentos, justificantes y pruebasque estime oportunos. 
4.  Cuando al tiempo de iniciarse el expediente sanciona-dor se encontrasen en poder del órgano competente todos loselementos que permitan formular la propuesta de imposiciónde sanción, ésta se incorporará al acuerdo de iniciación. Dichoacuerdo se notificará al interesado, indicándole la puesta demanifiesto del expediente y concediéndole un plazo de 15 díaspara que alegue cuanto considere conveniente y presente losdocumentos, justificantes y pruebas que estime oportunos. 
Artículo 63.º  Terminación del procedimiento sancionador

en materia tributaria. 
1.  El procedimiento sancionador en materia tributaria ter-minará mediante resolución correspondiente y también porcaducidad. 
2.  El procedimiento sancionador en materia tributariadeberá concluir en el plazo máximo de seis meses contadosdesde la notificación de la comunicación de inicio del procedi-miento. 
Se entenderá que el procedimiento concluye en la fecha enque se notifique el acto administrativo de resolución delmismo. 
3.  La resolución expresa del procedimiento sancionadoren materia tributaria contendrá la fijación de los hechos, lavaloración de las pruebas practicadas, la determinación de lainfracción cometida, la identificación de la persona o entidadinfractora y la cuantificación de la sanción que se impone, conindicación de los criterios de graduación de la misma y de lareducción que proceda de acuerdo con lo previsto en él. 
En su caso, contendrá la declaración de inexistencia deinfracción o responsabilidad.
4.  El vencimiento del plazo establecido en el apartado 2de este artículo sin que se haya notificado resolución expresaproducirá la caducidad del procedimiento.
La declaración de caducidad podrá dictarse de oficio o ainstancia del interesado y ordenará el archivo de las actuacio-nes. Dicha caducidad impedirá la iniciación de un nuevo pro-cedimiento sancionador. 
Artículo 64.º  Recursos contra sanciones.
1.  El acto de resolución del procedimiento sancionadorpodrá ser objeto de recurso o reclamación independiente. 
En el supuesto de que el contribuyente impugne tambiénla deuda tributaria, se acumularán ambos recursos o reclama-ciones, siendo competente el que conozca la impugnación con-tra la deuda. 
2.  Se podrá recurrir la sanción sin perder la reducción porconformidad prevista en el párrafo b del apartado 1 del artículo188 de la Ley General Tributaria siempre que no se impugnela regularización. 
Las sanciones que deriven de actas con acuerdo no podránser impugnadas en vía administrativa. La impugnación de
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dicha sanción en vía contencioso-administrativa supondrá laexigencia del importe de la reducción practicada. 
3.  La interposición en tiempo y forma de un recurso oreclamación administrativa contra una sanción producirá lossiguientes efectos: 
a) La ejecución de las sanciones quedará automática-mente suspendida en período voluntario sin necesi-dad de aportar garantías hasta que sean firmes en víaadministrativa. 
b) No se exigirán intereses de demora por el tiempoque transcurra hasta la finalización del plazo depago en período voluntario abierto por la notifica-ción de la resolución que ponga fin a la vía adminis-trativa.

CAPÍTULO XI
Gestión y liquidación

Sección 1.ª  Gestión tributaria.
Artículo 65.º
1.  La gestión de los tributos locales se realizará por esteAyuntamiento conforme a lo previsto en el Texto Refundidode la Ley Reguladora de las Haciendas Locales aprobado porReal Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, y en la LeyGeneral Tributaria 58/2003, de 17 de diciembre.
2.  La gestión de los tributos comprende las actuacionesnecesarias para la determinación del hecho imponible, delsujeto pasivo, de las bases y de las cuotas tributarias, así comode cuantos elementos sean precisos para cuantificar la deudatributaria mediante la oportuna liquidación, además de sucumplimiento a través de la recaudación efectiva de la deudaliquidada.
3.  Los actos de determinación de las bases y deuda tribu-taria gozan de presunción de legalidad, que sólo podrá des-truirse mediante revisión, revocación o anulación practicadade oficio o a virtud de los recursos pertinentes.
4.  Tales actos serán inmediatamente ejecutivos, salvo queuna disposición establezca expresamente lo contrario.
Artículo 66.º
La gestión de los tributos se iniciará:
a) Por declaración o iniciativa del sujeto pasivo odemás interesados en el procedimiento.b) De oficio.c) Por actuación investigadora de la AdministraciónMunicipal.
Artículo 67.º
1.  Se considera declaración tributaria todo pronuncia-miento por el que se manifieste o reconozca ante la Adminis-tración que se han dado o producido las circunstancias o ele-mentos integrantes, en su caso, del hecho imponible.
La presentación ante la Administración de los documentosen los que se contengan o que constituyan el hecho imponible,se estimará declaración tributaria.
2.  Será obligatoria la presentación de la declaración den-tro de los plazos establecidos en cada Ordenanza, y en general,dentro de los treinta días hábiles siguientes a aquél en que seproduzca el hecho imponible. La presentación fuera de plazoserá sancionada como infracción tributaria.
Artículo 68.º
Toda persona natural o jurídica, pública o privada, estaráobligada a proporcionar a la Administración Tributaria todaclase de datos, informes o antecedentes con trascendencia tri-butaria, deducidos de sus relaciones económicas, profesionaleso financieras con otras personas.
Artículo 69.º
1.  Los sujetos pasivos y demás obligados tributariospodrán formular a la Administración Municipal consultasdebidamente documentadas respecto al régimen, la clasifica-

ción o calificación tributaria que en cada caso corresponda. Lacontestación tendrá carácter de mera información y no serávinculante para la Administración Municipal, salvo los casosexpresamente previstos por la Ley.
2.  No obstante lo establecido en el apartado anterior, elsujeto pasivo que tras haber formulado su consulta, hubiesecumplido las obligaciones tributarias de acuerdo con la contes-tación del órgano competente; no incurrirá en responsabilidad,sin perjuicio de la exigencia de las cuotas, importes, recargos eintereses de demora pertinentes, siempre que reúna lossiguientes requisitos:
a) Que comprenda todos los antecedentes y circunstan-cias del caso, así como los demás datos necesariospara la formación del juicio de la Administración.
b) Que aquéllos no se hubiesen alterado posteriormente.
c) Que se hubiere formulado la consulta antes de pro-ducirse el hecho imponible o dentro del plazo parasu declaración.
Artículo 70.º
1.  La denuncia pública es independiente del deber decolaborar con el Ayuntamiento de acuerdo a los deberes deinformación tributaria, y podrá ser realizada por las personasfísicas o jurídicas que tengan capacidad de obrar en el ordentributario, con relación a hechos o situaciones que conozcan ypuedan tener trascendencia para la gestión de los tributos.
2.  Recibida una denuncia, se dará traslado de la misma alos órganos competentes para llevar a cabo las actuaciones queprocedan.
3.  Las denuncias infundadas podrán archivarse sin mástrámite.
4.  No se considerará al denunciante interesado en laactuación administrativa que se inicie a raíz de la denuncia, nilegitimado para la interposición de recursos o reclamacionesen relación con los resultados de la misma.
Artículo 71.º
La Administración puede recabar declaraciones y amplia-ción de ellas, así como la subsanación de los defectos adverti-dos, en cuanto fuere necesaria para la liquidación del tributo ysu comprobación; siendo el incumplimiento de esta obligaciónpor parte de los interesados tipificado como infracción tributa-ria y sancionado como tal.
Artículo 72.º
Para la comprobación, investigación e inspección de lostributos, se estará a lo dispuesto en esta Ordenanza, de acuerdoa la normativa legal aplicable, así como a su desarrollo regla-mentario.
Artículo 73.º
Tanto en el procedimiento de gestión en general como enel de resolución de las reclamaciones, quién haga valer suderecho, deberá probar los hechos y demás circunstancias enque lo fundamente; entendiéndose cumplida esta obligación ensu caso, si se designan de modo concreto los elementos deprueba en poder de la Administración Tributaria Municipal.
Artículo 74.º
Siempre que la naturaleza del tributo lo permita, podrá elAyuntamiento establecer concierto con los interesados para laexacción del mismo, en base a las condiciones que para cadacaso concreto se acuerden. Contra dicho acuerdo no cabrárecurso alguno.
Sección 2.ª  Liquidación y notificación.
Artículo 75.º
1.  La liquidación tributaria es el acto resolutorio medianteel cual el órgano competente del Ayuntamiento realiza las ope-raciones de cuantificación necesarias y determina el importede la deuda tributaria o de la cantidad que, en su caso, resulte adevolver o a compensar de acuerdo con la normativa tributaria.
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El Ayuntamiento no estará obligado a ajustar las liquida-ciones a los datos consignados por los obligados tributarios enlas autoliquidaciones, declaraciones, comunicaciones, solicitu-des o cualquier otro documento.
2.  Las liquidaciones tributarias serán provisionales o defi-nitivas.
3.  Tendrán la consideración de definitivas:
a) Las practicadas en el procedimiento inspector previacomprobación e investigación de la totalidad de loselementos de la obligación tributaria, salvo lo dis-puesto en el apartado 4 de este artículo.
b) Las demás a las que la normativa tributaria otorguetal carácter.
4.  En los demás casos, las liquidaciones tributarias ten-drán el carácter de provisionales.
Podrán dictarse liquidaciones provisionales en el procedi-miento de inspección en los siguientes supuestos:
a) Cuando alguno de los elementos de la obligación tri-butaria se determine en función de los correspon-dientes a otras obligaciones que no hubieran sidocomprobadas, que hubieran sido regularizadasmediante liquidación provisional o mediante liquida-ción definitiva que no fuera firme, o cuando existanelementos de la obligación tributaria cuya compro-bación con carácter definitivo no hubiera sido posi-ble durante el procedimiento, en los términos que seestablezcan reglamentariamente.
b) Cuando proceda formular distintas propuestas deliquidación en relación con una misma obligacióntributaria. Se entenderá que concurre esta circuns-tancia cuando el acuerdo al que se refiere el artículo155 de la Ley General Tributaria no incluya todoslos elementos de la obligación tributaria, cuando laconformidad del obligado no se refiera a toda la pro-puesta de regularización, cuando se realice una com-probación de valor y no sea el objeto único de laregularización y en el resto de supuestos que esténprevistos reglamentariamente.
Artículo 76.º  Notificación de las liquidaciones tributarias.
1.  Las liquidaciones deberán ser notificadas a los obliga-dos tributarios en los términos previstos en la Sección III delCapítulo II del Título III de la Ley General Tributaria.
2.  Las liquidaciones se notificarán con expresión de:
a) La identificación del obligado tributario.
b) Los elementos determinantes de la cuantía de ladeuda tributaria.
c) La motivación de las mismas cuando no se ajusten alos datos consignados por el obligado tributario o ala aplicación o interpretación de la normativa reali-zada por el mismo, con expresión de los hechos yelementos esenciales que las originen, así como delos fundamentos de derecho.
d) Los medios de impugnación que puedan ser ejerci-dos, órgano ante el que hayan de presentarse y plazopara su interposición.
e) El lugar, plazo y forma en que debe ser satisfecha ladeuda tributaria.
f) Su carácter de provisional o definitiva.
3.  En los tributos de cobro periódico por recibo, una veznotificada la liquidación correspondiente al alta en el respec-tivo registro, padrón o matrícula, podrán notificarse colectiva-mente las sucesivas liquidaciones mediante edictos que así loadviertan.
El aumento de base imponible sobre la resultante de lasdeclaraciones deberá notificarse al contribuyente con expre-sión concreta de los hechos y elementos adicionales que lomotiven, excepto cuando la modificación provenga de revalo-rizaciones de carácter general autorizadas por las Leyes.

4.  Reglamentariamente podrán establecerse los supuestosen los que no será preceptiva la notificación expresa, siempreque la Administración así lo advierta por escrito al obligadotributario o a su representante.
Artículo 77.º
1.  Podrán ser objeto de padrón o matrícula de contribu-yentes y listas cobratorias los tributos en los que, por su natu-raleza, se produzca continuidad del hecho imponible.
2.  Las altas se producirán, bien por declaración del sujetopasivo o bien por la acción investigadora de la Inspecciónmunicipal; y surtirán efecto desde la fecha posterior en que,por disposición de la Ordenanza respectiva, se produzca eldevengo del tributo y la obligación de contribuir.
3.  Las bajas deberán ser formuladas por los sujetos pasi-vos y, una vez comprobadas, producirán la definitiva elimina-ción del Padrón, con efectos a partir del período siguiente aaquél en que hubieren sido presentadas, salvo que en la Orde-nanza Fiscal del tributo de que se trate se establezca otra cosa.
4.  Los contribuyentes estarán igualmente obligados aponer en conocimiento de la Administración, dentro del plazode treinta días hábiles siguientes a aquél en que se produzca,toda modificación que pueda originar alta, baja o alteración enel padrón.
5.  Las listas cobratorias elaboradas en base a ello, sesometerán cada ejercicio a la aprobación de la Junta deGobierno Local de este Ayuntamiento y se expondrán alpúblico a efectos de reclamación durante un plazo de 15 díascontados desde la publicación del anuncio en el B.O.P.
6.  La exposición al público de las listas cobratorias produ-cirá los efectos de notificación de las liquidaciones de cuotasque figuren consignadas; pudiéndose interponer contra ellasrecurso el reposición potestativo previsto en el Art. 14 delTexto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Loca-les o Reclamación Económico Administrativa (en el supuestodel Impuesto de Bienes Inmuebles, Impuesto de ActividadesEconómicas, cuota municipal), sin que puedan simultanearseambos recursos, previo al contencioso administrativo, en elplazo de un mes a partir del día siguiente al de la finalizacióndel periodo de exposición pública. 
No obstante, el aumento de base tributaria sobre la resul-tante de las declaraciones, deberá notificarse al sujeto pasivocon expresión concreta de los hechos y elementos adicionalesque lo motiven, excepto cuando la modificación provenga derevalorizaciones de carácter general autorizadas por las Leyes.
Artículo 78.º
El régimen de notificaciones será el previsto en las normasadministrativas generales con las especialidades establecidasen esta Ordenanza.
Artículo 79.º  Lugar de práctica de las notificaciones.
1.  En los procedimientos iniciados a solicitud del intere-sado, la notificación se practicará en el lugar señalado a talefecto por el obligado tributario o su representante o, en sudefecto, en el domicilio fiscal de uno u otro.
2.  En los procedimientos iniciados de oficio, la notifica-ción podrá practicarse en el domicilio fiscal del obligado tribu-tario o su representante, en el centro de trabajo, en el lugardonde desarrolle la actividad económica o en cualquier otroadecuado a tal fin.
Artículo 80.º  Personas legitimadas para recibir las notifi-

caciones.
1.  Cuando la notificación se practique en el lugar seña-lado al efecto por el obligado tributario o por su representante,o en el domicilio fiscal de uno u otro, de no hallarse presentesen el momento de la entrega, podrá hacerse cargo de la mismacualquier persona que se encuentre en dicho lugar o domicilioy haga constar su identidad, así como los empleados de lacomunidad de vecinos o de propietarios donde radique el lugarseñalado a efectos de notificaciones o el domicilio fiscal delobligado o su representante.
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2.  El rechazo de la notificación realizado por el interesadoo su representante implicará que se tenga por efectuada lamisma.
Artículo 81.º  Notificación por comparecencia.
1.  Cuando no sea posible efectuar la notificación al obli-gado tributario o a su representante por causas no imputables ala Administración e intentada al menos dos veces en el domi-cilio fiscal, o en el designado por el interesado si se trata de unprocedimiento iniciado a solicitud del mismo, se harán constaren el expediente las circunstancias de los intentos de notifica-ción. 
Será suficiente un solo intento cuando el destinatarioconste como desconocido en dicho domicilio o lugar.
En este supuesto, se citará al obligado o a su representantepara ser notificados por comparecencia por medio de anunciosque se publicarán, por una sola vez para cada interesado, en el«Boletín Oficial» de la provincia.
Estos anuncios podrán exponerse asimismo en la oficinade la Administración Tributaria correspondiente al últimodomicilio fiscal conocido. 
En el caso de que el último domicilio conocido radicara enel extranjero, el anuncio se podrá exponer en el Consulado oSección Consular de la Embajada correspondiente. 
El Ayuntamiento podrá llevar a cabo los anteriores anun-cios mediante el empleo y utilización de medios informáticos,electrónicos y telemáticos en los términos que establezca lanormativa tributaria.
2.  En la publicación en el boletín oficial constará la rela-ción de notificaciones pendientes con indicación del obligadotributario o su representante, el procedimiento que las motiva,el órgano competente de su tramitación y el lugar y plazo enque el destinatario de las mismas deberá comparecer para sernotificado. 
En todo caso, la comparecencia deberá producirse en elplazo de 15 días naturales, contados desde el siguiente al de lapublicación del anuncio en el boletín oficial. Transcurridodicho plazo sin comparecer, la notificación se entenderá pro-ducida a todos los efectos el día siguiente al del vencimientodel plazo señalado. 
En las publicaciones de notificación por comparecenciaserá suficiente la identificación del obligado tributario o surepresentante mediante la inicial del nombre, primer apellidocompleto, inicial del segundo apellido y número de identifica-ción fiscal. 
3. Cuando el inicio de un procedimiento o cualquiera desus trámites se entiendan notificados por no haber compare-cido el obligado tributario o su representante, se le tendrá pornotificado de las sucesivas actuaciones y diligencias de dichoprocedimiento, y se mantendrá el derecho que le asiste a com-parecer en cualquier momento del mismo. 
No obstante, las liquidaciones que se dicten en el procedi-miento y los acuerdos de enajenación de los bienes embarga-dos deberán ser notificados con arreglo a lo establecido en estasección.

CAPÍTULO XII
Inspección

Artículo 82.º La inspección tributaria.
La inspección tributaria consiste en el ejercicio de las fun-ciones administrativas dirigidas a: 
a) La investigación de los supuestos de hecho de lasobligaciones tributarias para el descubrimiento delos que sean ignorados por la Administración. 
b) La comprobación de la veracidad y exactitud de lasdeclaraciones presentadas por los obligados tributarios.
c) La realización de actuaciones de obtención de infor-mación relacionadas con la aplicación de los tribu-tos, de acuerdo con lo establecido en los y 

d) La comprobación del valor de derechos, rentas, pro-ductos, bienes, patrimonios, empresas y demás ele-mentos, cuando sea necesaria para la determinaciónde las obligaciones tributarias, siendo de aplicaciónlo dispuesto en los artículos 134 y 135 de la LeyGeneral Tributaria. 
e) La comprobación del cumplimiento de los requisitosexigidos para la obtención de beneficios o incentivosfiscales y devoluciones tributarias, así como para laaplicación de regímenes tributarios especiales. 
f) La información a los obligados tributarios conmotivo de las actuaciones inspectoras sobre susderechos y obligaciones tributarias y la forma en quedeben cumplir estas últimas. 
g) La práctica de las liquidaciones tributarias resultantesde sus actuaciones de comprobación e investigación.
h) El asesoramiento e informe a otros departamentos deesta Administración Pública. 
i) Las demás que se establezcan en otras disposicioneso se le encomienden por las autoridades competentes.
Artículo 83.º  Facultades de la inspección de los tributos.
1.  Las actuaciones inspectoras se realizarán mediante elexamen de documentos, libros, contabilidad principal y auxi-liar, ficheros, facturas, justificantes, correspondencia con tras-cendencia tributaria, bases de datos informatizadas, progra-mas, registros y archivos informáticos relativos a actividadeseconómicas, así como mediante la inspección de bienes, ele-mentos, explotaciones y cualquier otro antecedente o informa-ción que deba de facilitarse a la Administración o que seanecesario para la exigencia de las obligaciones tributarias. 
2.  Cuando las actuaciones inspectoras lo requieran, losfuncionarios que desarrollen funciones de inspección de lostributos podrán entrar, en las condiciones que reglamentaria-mente se determinen, en las fincas, locales de negocio y demásestablecimientos o lugares en que se desarrollen actividades oexplotaciones sometidas a gravamen, existan bienes sujetos atributación, se produzcan hechos imponibles o supuestos dehecho de las obligaciones tributarias o exista alguna prueba delos mismos. 
Si la persona bajo cuya custodia se encontraren los lugaresmencionados en el párrafo anterior se opusiera a la entrada delos funcionarios de la inspección de los tributos, se precisará laautorización escrita de la autoridad administrativa que regla-mentariamente se determine. 
Cuando en el ejercicio de las actuaciones inspectoras seanecesario entrar en el domicilio constitucionalmente protegidodel obligado tributario, se aplicará lo dispuesto en el artículo113 de la Ley General Tributaria. 
3.  Los obligados tributarios deberán atender a la inspec-ción y le prestarán la debida colaboración en el desarrollo desus funciones. El obligado tributario que hubiera sido reque-rido por la inspección deberá personarse, por sí o por medio derepresentante, en el lugar, día y hora señalados para la prácticade las actuaciones, y deberá aportar o tener a disposición de lainspección la documentación y demás elementos solicitados. 
Excepcionalmente, y de forma motivada, la inspecciónpodrá requerir la comparecencia personal del obligado tributa-rio cuando la naturaleza de las actuaciones a realizar así loexija. 
4.  Los funcionarios que desempeñen funciones de inspec-ción serán considerados agentes de la autoridad y deberánacreditar su condición, si son requeridos para ello, fuera de lasoficinas públicas. 
Las autoridades públicas prestarán la protección y el auxi-lio necesario a los funcionarios para el ejercicio de las funcio-nes de inspección. 
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Artículo 84.º  Documentación de las actuaciones de la ins-
pección. 

1.  Las actuaciones de la inspección de los tributos sedocumentarán en comunicaciones, diligencias, informes yactas. 
2.  Las actas son los documentos públicos que extiende lainspección de los tributos con el fin de recoger el resultado delas actuaciones inspectoras de comprobación e investigación,proponiendo la regularización que estime procedente de lasituación tributaria del obligado o declarando correcta lamisma. 
Artículo 85.º Valor probatorio de las actas.
1.  Las actas extendidas por la inspección de los tributostienen naturaleza de documentos públicos y hacen prueba delos hechos que motiven su formalización, salvo que se acreditelo contrario. 
2.  Los hechos aceptados por los obligados tributarios enlas actas de inspección se presumen ciertos, y sólo podrán rec-tificarse mediante prueba de haber incurrido en error de hecho. 
Artículo 86.º  El procedimiento de inspección.
1.  El procedimiento de inspección tendrá por objeto com-probar e investigar el adecuado cumplimiento de las obligacio-nes tributarias y en el mismo se procederá, en su caso, a laregularización de la situación tributaria del obligado mediantela práctica de una o varias liquidaciones.
2.  La comprobación tendrá por objeto los actos, elemen-tos y valoraciones consignados por los obligados tributarios ensus declaraciones.
3.  La investigación tendrá por objeto descubrir la existen-cia, en su caso, de hechos con relevancia tributaria no declara-dos o declarados incorrectamente por los obligados tributarios. 
Artículo 87.º  Iniciación del procedimiento de inspección. 
1.  El procedimiento de inspección se iniciará: 
a) De oficio. b) A petición del obligado tributario, en los términosestablecidos para el caso de solicitud de inspecciónde carácter general.
2.  Los obligados tributarios deben ser informados al iniciode las actuaciones del procedimiento de inspección sobre lanaturaleza y alcance de las mismas, así como de sus derechosy obligaciones en el curso de tales actuaciones. 
Artículo 88.º  Alcance de las actuaciones del procedi-

miento de inspección. 
1.  Las actuaciones del procedimiento de inspecciónpodrán tener carácter general o parcial. 
2.  Las actuaciones inspectoras tendrán carácter parcialcuando no afecten a la totalidad de los elementos de la obliga-ción tributaria en el período objeto de la comprobación y entodos aquellos supuestos que se señalen reglamentariamente.En otro caso, las actuaciones del procedimiento de inspeccióntendrán carácter general en relación con la obligación tributa-ria y período comprobado. 
Artículo 89.º  Solicitud del obligado tributario de una ins-

pección de carácter general. 
1.  Todo obligado tributario que esté siendo objeto de unasactuaciones de inspección de carácter parcial podrá solicitar ala Administración tributaria que las mismas tengan caráctergeneral respecto al tributo y, en su caso, períodos afectados,sin que tal solicitud interrumpa las actuaciones en curso. 
2.  El obligado tributario deberá formular la solicitud en elplazo de 15 días desde la notificación del inicio de las actua-ciones inspectoras de carácter parcial. 
3.  La Administración Tributaria deberá ampliar el alcancede las actuaciones o iniciar la inspección de carácter generalen el plazo de seis meses desde la solicitud. El incumplimientode este plazo determinará que las actuaciones inspectoras decarácter parcial no interrumpan el plazo de prescripción para

comprobar e investigar el mismo tributo y período con carác-ter general. 
Artículo 90.º  Plazo de las actuaciones inspectoras. 
1.  Las actuaciones del procedimiento de inspección debe-rán concluir en el plazo de 12 meses, contado desde la fechade notificación al obligado tributario del inicio del mismo. Seentenderá que las actuaciones finalizan en la fecha en que senotifique o se entienda notificado el acto administrativo resul-tante de las mismas. 
No obstante, podrá ampliarse dicho plazo, con el alcance yrequisitos que reglamentariamente se determinen, por otroperíodo que no podrá exceder de 12 meses, cuando en lasactuaciones concurra alguna de las siguientes circunstancias: 
a) Cuando revistan especial complejidad. Se entenderáque concurre esta circunstancia atendiendo al volu-men de operaciones de la persona o entidad, la dis-persión geográfica de sus actividades, su tributaciónen régimen de consolidación fiscal o en régimen detransparencia fiscal internacional y en aquellos otrossupuestos establecidos reglamentariamente. 
b) Cuando en el transcurso de las mismas se descubraque el obligado tributario ha ocultado a la Adminis-tración Tributaria alguna de las actividades empresa-riales o profesionales que realice.
Los acuerdos de ampliación del plazo legalmente previstoserán, en todo caso, motivados, con referencia a los hechos yfundamentos de derecho.
2.  La interrupción injustificada del procedimiento inspec-tor por no realizar actuación alguna durante más de seis mesespor causas no imputables al obligado tributario o el incumpli-miento del plazo de duración del procedimiento al que serefiere el apartado 1 de este artículo no determinará la caduci-dad del procedimiento, que continuará hasta su terminación,pero producirá los efectos respecto a las obligaciones tributa-rias pendientes de liquidar señalados en el artículo 150.2 de laLey General Tributaria. 
3.  El incumplimiento del plazo de duración al que serefiere el apartado 1 de este artículo determinará que no se exi-jan intereses de demora desde que se produzca dicho incum-plimiento hasta la finalización del procedimiento. 
4.  En cuanto al lugar y horario de las actuaciones inspec-toras, será de aplicación lo dispuesto en los artículos 151 y152 de la Ley General Tributaria. 
Artículo 91.º Terminación de las actuaciones inspectoras.Contenido de las actas. 
Las actas que documenten el resultado de las actuacionesinspectoras deberán contener, al menos, las siguientes menciones: 
a) El lugar y fecha de su formalización.
b) El nombre y apellidos o razón social completa, elnúmero de identificación fiscal y el domicilio fiscaldel obligado tributario, así como el nombre, apelli-dos y número de identificación fiscal de la personacon la que se entienden las actuaciones y el caráctero representación con que interviene en las mismas.
c) Los elementos esenciales del hecho imponible o pre-supuesto de hecho de la obligación tributaria y de suatribución al obligado tributario, así como los funda-mentos de derecho en que se base la regularización. 
d) En su caso, la regularización de la situación tributa-ria del obligado y la propuesta de liquidación queproceda. 
e) La conformidad o disconformidad del obligado tri-butario con la regularización y con la propuesta deliquidación. 
f) Los trámites del procedimiento posteriores al acta y,cuando ésta sea con acuerdo o de conformidad, losrecursos que procedan contra el acto de liquidaciónderivado del acta, órgano ante el que hubieran depresentarse y plazo para interponerlos. 
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g) La existencia o inexistencia, en opinión del actuario,de indicios de la comisión de infracciones tributarias. 
h) Las demás que se establezcan reglamentariamente.
Artículo 92.º  Clases de actas según su tramitación.
1.  A efectos de su tramitación, las actas de inspecciónpueden ser con acuerdo en los términos previstos en el artículo155 de la Ley General Tributaria, de conformidad o de discon-formidad. 
2.  Cuando el obligado tributario o su representante se nie-gue a recibir o suscribir el acta, ésta se tramitará como de dis-conformidad. 
Artículo 93.º  Actas de conformidad. 
1.  Con carácter previo a la firma del acta de conformidadse concederá trámite de audiencia al interesado para que ale-gue lo que convenga a su derecho.
2.  Cuando el obligado tributario o su representante mani-fieste su conformidad con la propuesta de regularización queformule la inspección de los tributos, se hará constar expresa-mente esta circunstancia en el acta.
3.  Para la imposición de las sanciones que puedan proce-der como consecuencia de estas liquidaciones será de aplica-ción la reducción prevista en el apartado 1 del artículo 188 dela Ley General Tributaria. 
4.  A los hechos y elementos determinantes de la deuda tri-butaria respecto de los que el obligado tributario o su repre-sentante prestó su conformidad les será de aplicación lo dis-puesto en el apartado 2 del artículo 144 de la Ley GeneralTributaria. 
Artículo 94.º  Actas de disconformidad. 
1.  Con carácter previo a la firma del acta de disconformi-dad se concederá trámite de audiencia al interesado para quealegue lo que convenga a su derecho. 
2.  Cuando el obligado tributario o su representante nosuscriba el acta o manifieste su disconformidad con la pro-puesta de regularización que formule la inspección de los tri-butos, se hará constar expresamente esta circunstancia en elacta, a la que se acompañará un informe del actuario en el quese expongan los fundamentos de derecho en que se base lapropuesta de regularización. 
3.  En el plazo de 15 días desde la fecha en que se hayaextendido el acta o desde la notificación de la misma, el obli-gado tributario podrá formular alegaciones ante el órganocompetente para liquidar. 
4.  Antes de dictar el acto de liquidación, el órgano compe-tente podrá acordar la práctica de actuaciones complementa-rias en los términos que se fijen reglamentariamente. 
5.  Recibidas las alegaciones, se aprobará la propuesta deliquidación que proceda, que será notificada al interesado. 
Artículo 95.º  Aplicación del método de estimación indirecta. 
1. Cuando resulte aplicable el método de estimación indi-recta, la inspección de los tributos acompañará a las actasincoadas para regularizar la situación tributaria de los obliga-dos tributarios un informe razonado sobre: 
a) Las causas determinantes de la aplicación delmétodo de estimación indirecta.b) La situación de la contabilidad y registros obligato-rios del obligado tributario. c) La justificación de los medios elegidos para la deter-minación de las bases, rendimientos o cuotas. d) Los cálculos y estimaciones efectuados en virtud delos medios elegidos.

CAPÍTULO XIII
Recaudación

Artículo 96.
1.  La recaudación consiste en el ejercicio de las funcionesadministrativas conducentes al cobro de las deudas y sancio-

nes tributarias y demás recursos de naturaleza pública quedeban satisfacer los obligados al pago.
2.  La recaudación de las deudas podrá realizarse:
a) En período voluntario, cuando los obligados al pagohagan efectivas sus deudas dentro de los plazos pre-vistos en el artículo 62 de la Ley General Tributariao, en los señalados a tales efectos en sus respectivasnormas reguladoras, en el caso de deudas de natura-leza pública no tributarias.
b) En período ejecutivo, mediante el pago o cumpli-miento espontáneo del obligado o, en su defecto, através del procedimiento administrativo de apremio.
Artículo 97.
1.  Corresponde al Ayuntamiento la recaudación de lasdeudas, cuya gestión tengan atribuida y se llevará a cabo:
a) Directamente por el Ayuntamiento y sus organismosautónomos, de acuerdo con lo establecido en las nor-mas de distribución de competencias aprobadas porél mismo.
b) Por otros entes territoriales a cuyo ámbito pertenececuando así se haya establecido legalmente; cuandocon ellos se haya formalizado el correspondienteconvenio o cuando se haya delegado esta facultad enellos, con la distribución de competencias que seestablezca en entre el Ayuntamiento y el ente territo-rial que desarrolle la gestión recaudatoria.
c) Por la Agencia Estatal de Administración Tributaria,cuando así se acuerde.
2.  Dentro de la organización municipal son competentespara el ejercicio de funciones en materia recaudatoria:
a) La Junta de Gobierno Local u órgano en quien dele-gue, a la que competerán las que las normas delEstado asignen a órganos equivalentes a la misma, ylas fijadas en el Reglamento Orgánico Municipal yen esta Ordenanza.
b) El Interventor, las que le atribuyen las disposicioneslegales o reglamentarias vigentes.
c) Al Tesorero, las que las disposiciones legales oreglamentarias vigentes le asignen.
d) Al Tesorero, que ejercerá las funciones no asignadasa los órganos anteriores por disposiciones legales oreglamentarias, y en particular, el dictar diligencias deembargo en cumplimiento de la orden de ejecución delos bienes del deudor contenida en la providencia deapremio y los actos de instrucción necesarios para eldesarrollo del procedimiento recaudatorio.
3.  Los órganos competentes en materia recaudatoria delos organismos autónomos municipales serán los fijados ensus respectivos estatutos.
4.  Podrán prestar el servicio de caja las entidades de cré-dito con las que el Ayuntamiento así lo convenga.
5.  Podrán actuar como entidades colaboradoras en larecaudación las entidades de crédito autorizadas por el Ayunta-miento con los requisitos y contenido fijados en el art. 17 delReal Decreto 939/2005, de 29 de julio, por el que se apruebael Reglamento General de Recaudación.
Artículo 98.º
1.  El pago de las deudas habrá de realizarse en efectivo omediante el empleo de efectos timbrados, o en especie, segúndispongan las Ordenanzas de cada tributo. A falta de disposi-ción, el pago habrá de realizarse en efectivo.
2.  El pago en efectivo podrá realizarse mediante lossiguientes medios:
a) Dinero de curso legal.b) Cheque o talón bancario o de Caja de Ahorros debi-damente conformado, nominativo a favor del Ayun-tamiento, y que habrá de expresar con toda claridadbajo la firma, el nombre o razón social del librador.
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c) Transferencia bancaria o de Caja de Ahorros.d) Giro Postal.e) Cualquier otro que sea autorizado por el Ayunta-miento.
3.  El pago en especie se efectuará con las normas estable-cidas en el art. 40 del Reglamento General de Recaudación.
Artículo 99.º
El pago de los tributos periódicos que son objeto de notifi-cación colectiva, podrá realizarse mediante la domiciliación enestablecimientos bancarios o Cajas de ahorro, solicitadamediante los documentos que establezca el propio Ayunta-miento, en la forma y plazos previstos en la normativa regula-dora de cada tributo, y en su defecto de conformidad con loprevisto en el art. 38 del Reglamento General de Recaudación.
Artículo 100.º  Justificantes y certificaciones del pago.
1.  Quien realice el pago de una deuda conforme a estaOrdenanza tendrá derecho a que se le entregue un justificantedel pago.
2.  Los justificantes del pago en efectivo serán, según loscasos:
a) Los recibos.b) Las cartas de pago suscritas o validadas por órganoscompetentes o por entidades autorizadas para recibirel pago.c) Las certificaciones acreditativas del ingreso efec-tuado.d) Cualquier otro documento al que se otorgue expresa-mente el carácter de justificante de pago por elAyuntamiento y, en particular, los determinados porla normativa reguladora de los ingresos por vía tele-mática.
3.  Los justificantes de pago en efectivo deberán indicar, almenos, las siguientes circunstancias:
a) Nombre y apellidos o razón social o denominacióncompleta, número de identificación fiscal y domici-lio del deudor.b) Concepto, importe de la deuda y período a que serefiere.c) Fecha de pago.d) Órgano, persona o entidad que lo expide.
4.  Cuando se extiendan  justificantes de pago por mediosmecánicos, las circunstancias del apartado anterior podránexpresarse en clave o abreviatura suficientemente identifica-doras, en su conjunto, del deudor y de la deuda satisfecha aque se refieran.
5.  Cuando se empleen efectos timbrados, los justificantesde pago serán los propios efectos debidamente inutilizados.
6.  Cuando se efectúe el pago en especie, se considerarájustificante de pago la certificación emitida por el órgano com-petente en la que conste haberse realizado la entrega o puesta adisposición de los bienes.
7.  El deudor podrá solicitar a la Administración certifica-ción acreditativa del pago efectuado quedando ésta obligada aexpedirla.
Artículo 101.º
El plazo de ingreso voluntario de las deudas tributarias secontará, según los casos, desde los siguientes momentos:
a) La notificación personal al sujeto pasivo de la liqui-dación, cuando se practique individualmente.b) La apertura del plazo recaudatorio, cuando se tratede tributos de cobro periódico que son objeto denotificación colectiva.c) Desde la fecha de inicio del plazo para declarar, enautoliquidación, al coincidir plazo de presentación eingreso voluntario.
Artículo 102.º
Los obligados al pago harán efectivas sus deudas en períodovoluntario dentro de los plazos siguientes:

a) Las deudas resultantes de liquidaciones practicadaspor la Administración deberán pagarse:
a.1)  En el caso de deudas tributarias resultantes deliquidaciones practicadas por la Administración, elpago en período voluntario deberá hacerse en lossiguientes plazos:
a.1.1)  Si la notificación de la liquidación se realizaentre los días 1 y 15 de cada mes, desde lafecha de recepción de la notificación hasta eldía 20 del mes posterior o, si éste no fuerahábil, hasta el inmediato hábil siguiente.
a.1.2)  Si la notificación de la liquidación se realizaentre los días 16 y último de cada mes, desdela fecha de recepción de la notificación hastael día 5 del segundo mes posterior o, si ésteno fuera hábil, hasta el inmediato hábilsiguiente.
a.2)  El pago en período voluntario de las deudas denotificación colectiva y periódica que no tenganestablecido otro plazo en sus normas reguladorasdeberá efectuarse en el período comprendido entre eldía 1 de septiembre y el 20 de noviembre o, si ésteno fuera hábil, hasta el inmediato hábil siguiente. ElAyuntamiento podrá modificar el plazo señalado,siempre que dicho plazo no sea inferior a dos meses.

b) Las deudas tributarias por autoliquidación se abona-rán en los plazos que señalan las normas reguladorasde cada tributo.
c) Las deudas no tributarias, en los plazos que determi-nen las normas con arreglo a las cuales tales deudasse exijan y, en su defecto, en los plazos establecidosen los distintos apartados del párrafo primero de esteprecepto.
d) Las deudas que deban satisfacerse con efectos tim-brados, en el momento de la realización del hechoimponible.
Sección 1.ª  Aplazamiento y fraccionamiento del pago.
Artículo 103.º  Aplazamiento y fraccionamiento del pago.
1.  El Ayuntamiento podrá a solicitud del obligado aplazaro fraccionar el pago de las deudas en los términos previstos enlos artículos 65 y 82 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre,General Tributaria.
2.  Serán aplazables o fraccionables todas las deudas tribu-tarias y demás de naturaleza pública cuya titularidad corres-ponda a la Hacienda Local, salvo las excepciones previstas enlas Leyes y en las Ordenanzas Municipales.
Artículo 104.º
1.  Los aplazamientos o fraccionamientos se concederáncuando la situación de la Tesorería de los obligados, apreciadapor la Administración, les impida efectuar el pago de sus débi-tos; concediéndose en principio un plazo máximo de 12meses, salvo existencia de informe emitido por los serviciossociales municipales que acredite la muy precaria situacióneconómica. 
2. Se establece un importe mínimo de 300 euros parapoder solicitar aplazamiento o fraccionamiento, desestimán-dose las peticiones respecto de deudas inferiores a dicha canti-dad, salvo:
a) La existencia del informe de los servicios socialesmunicipales que recomiende dicho aplazamiento ofraccionamiento.
b) Cuando se trate de varias liquidaciones del mismotributo correspondientes a distintos ejercicios pero que hayansido notificadas el mismo día y su importe individualizado nosupere el límite de 300 euros, aunque sí lo superen en su con-junto, podrá acordarse su aplazamiento de tal forma que cadauna de ellas, junto con los intereses de demora que procedande acuerdo con lo establecido en el artículo anterior, habrán deser pagadas en vencimientos mensuales sucesivos.
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Artículo 105.  Solicitudes de aplazamiento y fracciona-
miento.

1.  Las solicitudes de aplazamiento o fraccionamiento sedirigirán al Alcalde-Presidente, competente para su tramita-ción dentro de los plazos siguientes:
a) Deudas que se encuentren en período voluntario deingreso o de presentación de las correspondientesautoliquidaciones: Dentro del plazo fijado para elingreso en el artículo 62.1, 2 y 3 de la Ley 58/2003,de 17 de diciembre, General Tributaria, o en la nor-mativa específica.

A estos efectos, en el caso de deudas resultantes deautoliquidaciones presentadas fuera de plazo, sólo seentenderá que la solicitud se presenta en periodovoluntario cuando la solicitud de aplazamiento ofraccionamiento se presente junto con la autoliqui-dación extemporánea.
b) Deudas que se encuentren en período ejecutivo: Encualquier momento anterior a la notificación delacuerdo de enajenación de los bienes.
2.  La solicitud de aplazamiento o fraccionamiento conten-drá necesariamente los siguientes datos:
a) Nombre y apellidos o razón social o denominacióncompleta, número de identificación fiscal y domici-lio fiscal del obligado al pago y, en su caso, de lapersona que lo represente.
b) Identificación de la deuda cuyo aplazamiento o frac-cionamiento se solicita, indicando al menos suimporte, concepto y fecha de finalización del plazode ingreso en período voluntario.
c) Causas que motivan la solicitud de aplazamiento ofraccionamiento.
d) Plazos y demás condiciones del aplazamiento o frac-cionamiento que se solicita.
e) Garantía que se ofrece, conforme a lo dispuesto enel artículo 82 de la Ley 58/2003, de 17 diciembre,General Tributaria
f) Orden de domiciliación bancaria, indicando elnúmero de código cuenta cliente y los datos identifi-cativos de la entidad de crédito que deba efectuar elcargo en cuenta.
g) Lugar, fecha y firma del solicitante.
3.  A la solicitud de aplazamiento o fraccionamiento sedeberá acompañar:
a) Compromiso de aval solidario de entidad de créditoo sociedad de garantía recíproca o de certificado deseguro de caución, o la documentación que se deta-lla en los apartados 4 y 5, según el tipo de garantíaque se ofrezca.
b) En su caso, los documentos que acrediten la represen-tación y el lugar señalado a efectos de notificación.
c) Los demás documentos o justificantes que estimeoportunos. En particular, deberá justificarse la exis-tencia de dificultades económico-financieras que leimpidan de forma transitoria efectuar el pago en elplazo establecido.
d) Si la deuda tributaria cuyo aplazamiento o fracciona-miento se solicita ha sido determinada medianteautoliquidación, el modelo oficial de esta, debida-mente cumplimentado, salvo que el interesado noesté obligado a presentarlo por obrar ya en poder delAyuntamiento; en tal caso, señalará el día y procedi-miento en que lo presentó.
e) En su caso, solicitud de compensación durante lavigencia del aplazamiento o fraccionamiento con loscréditos que puedan reconocerse a su favor duranteel mismo periodo de tiempo sin perjuicio de lo dis-puesto en el artículo 52.2, segundo párrafo, delReglamento General de Recaudación.

4.  Cuando se solicite la admisión de garantía que no con-sista en aval de entidad de crédito o sociedad de garantía recí-proca o certificado de seguro de caución, se aportará, junto ala solicitud de aplazamiento o fraccionamiento y a los docu-mentos a que se refiere el apartado 3.b, c y d, la siguientedocumentación:
a) Declaración responsable y justificación documentalde la imposibilidad de obtener dicho aval o certifi-cado de seguro de caución, en la que consten lasgestiones efectuadas para su obtención.
b) Valoración de los bienes ofrecidos en garantía efec-tuada por empresas o profesionales especializados eindependientes. Cuando exista un registro de empre-sas o profesionales especializados en la valoraciónde un determinado tipo de bienes, la valoracióndeberá efectuarse, preferentemente, por una empresao profesional inscrito en dicho Registro.
c) Balance y cuenta de resultados del último ejerciciocerrado e informe de auditoría, si existe, en caso deempresarios o profesionales obligados por Ley a lle-var contabilidad.
5.  Cuando se solicite la dispensa total o parcial de garan-tía, se aportará junto a la solicitud, además de los documentosa que se refiere el apartado 3.b), c) y d), la siguiente documen-tación:
a) Declaración responsable y justificación documentalmanifestando carecer de bienes o no poseer otrosque los ofrecidos en garantía.
b) Justificación documental de la imposibilidad deobtener aval de entidad de crédito o sociedad degarantía recíproca o certificado de seguro de cau-ción, en la que consten las gestiones efectuadas parasu obtención.
c) Balance y cuenta de resultados de los tres últimosaños e informe de auditoría, si existe, en caso deempresarios o profesionales obligados por ley a lle-var contabilidad.
d) Plan de viabilidad y cualquier otra información quejustifique la posibilidad de cumplir el aplazamientoo fraccionamiento solicitado.
6.  Si la solicitud no reúne los requisitos establecidos en lanormativa o no se acompañan los documentos citados en losapartados anteriores, el órgano competente para la tramitacióndel aplazamiento o fraccionamiento requerirá al solicitantepara que, en un plazo de 10 días, contados a partir delsiguiente al de la notificación del requerimiento, subsane eldefecto o aporte los documentos con indicación de que, de noatender el requerimiento en el plazo señalado, se tendrá por nopresentada la solicitud y se archivará sin más trámite.
No procederá la subsanación si no se acompaña a la solici-tud de aplazamiento o fraccionamiento la autoliquidación queno obre en poder del Ayuntamiento. 
En este caso, procederá la inadmisión de la solicitud con-forme a lo previsto en el apartado 8 de este artículo.  
Si la solicitud de aplazamiento o fraccionamiento sehubiese presentado en período voluntario de ingreso y el plazopara atender el requerimiento de subsanación finalizase conposterioridad al plazo de ingreso en período voluntario y aquélno fuese atendido, se iniciará el procedimiento de apremiomediante la notificación de la oportuna providencia de apremio.
Cuando el requerimiento de subsanación haya sido objetode contestación en plazo por el interesado pero no se entien-dan subsanados los defectos observados, procederá la denega-ción de la solicitud de aplazamiento o fraccionamiento.
Podrá acordarse la denegación cuando la garantía aportadapor el solicitante hubiese sido rechazada anteriormente por elAyuntamiento por falta de suficiencia jurídica o económica opor falta de idoneidad.
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7.  Cuando se considere oportuno a efectos de dictar reso-lución, se podrá requerir al solicitante la información y docu-mentación que considere necesaria para resolver la solicitudde aplazamiento o fraccionamiento y, en particular, la refe-rente a la titularidad, descripción, estado, cargas y utilizaciónde los bienes ofrecidos en garantía.
8.  Serán inadmitidas las solicitudes de aplazamiento yfraccionamiento en los siguientes casos:
a) Cuando la deuda deba ser declarada mediante autoli-quidación y esta última no haya sido objeto de pre-sentación con anterioridad o conjuntamente con lasolicitud de aplazamiento o fraccionamiento.
b) Cuando la autoliquidación haya sido presentadahabiéndose iniciado con anterioridad un procedi-miento de comprobación o investigación quehubiera quedado suspendido por haber pasado eltanto de culpa a la jurisdicción competente o porhaber sido remitido el expediente al Ministerio Fis-cal por concurrir alguno de los supuestos regula-dos en el artículo 305 del Código Penal, siempre quela solicitud de aplazamiento o fraccionamiento serefiera a conceptos y periodos objeto de dicho pro-cedimiento de comprobación o investigación.
c) En aquellos supuestos en los que la concurrencia delas circunstancias previstas en este párrafo b seponga de manifiesto una vez iniciada la tramitaciónde la solicitud de aplazamiento o fraccionamiento,esta última quedará sin efecto de forma automática,debiendo comunicarse al Ministerio Fiscal o al órganojurisdiccional la presentación de dicha solicitud.
La presentación de solicitudes de aplazamiento o fraccio-namiento reiterativas de otras anteriores que hayan sido objetode denegación previa implicará su inadmisión cuando no con-tengan modificación sustancial respecto de la solicitud previa-mente denegada y, en particular, cuando dicha reiteracióntenga por finalidad dilatar, dificultar o impedir el desarrollo dela gestión recaudatoria.
La inadmisión implicará que la solicitud de aplazamientoo fraccionamiento se tenga por no presentada a todos los efectos.
Contra el acuerdo de inadmisión cabrá la interposición derecurso de reposición previo al contencioso-administrativo.
Artículo 106.º  Garantías en aplazamientos y fracciona-

mientos.
1.  Cuando el solicitante sea una Administración Públicano se exigirá garantía.
2.  La garantía cubrirá el importe de la deuda en períodovoluntario, de los intereses de demora que genere el aplaza-miento y un 25 % de la suma de ambas partidas.
3.  En caso de solicitud de fraccionamiento, podrá consti-tuirse una única garantía para la totalidad de las fracciones quepuedan acordarse o bien garantías parciales e independientespara una o varias fracciones.
En todo caso, la garantía deberá cubrir el importe de lasfracciones a que se refiera, incluyendo el importe que por prin-cipal e intereses de demora se incorpore a las fracciones másel 25% de la suma de ambas partidas.
4.  La suficiencia económica y jurídica de las garantíasserá apreciada por la Junta de Gobierno Local u órgano enquien delegue la tramitación del aplazamiento o fracciona-miento. Cuando dicha apreciación presente especial compleji-dad, se podrá solicitar informe de otros servicios técnicosmunicipales o contratar servicios externos. Asimismo, elórgano competente para tramitar el aplazamiento o fracciona-miento podrá solicitar informe al órgano con funciones de ase-soramiento jurídico correspondiente sobre la suficiencia jurí-dica de la garantía ofrecida.
Si la valoración del bien ofrecido en garantía resultarainsuficiente para garantizar el aplazamiento o fraccionamiento

en los términos previstos en esta ordenanza, deducidas las car-gas en su caso existentes y no se tratase de un supuesto de dis-pensa de garantía, se requerirá al solicitante para que en elplazo de 10 días contados a partir del día siguiente al de lanotificación del requerimiento aporte garantías complementa-rias o bien acredite la imposibilidad de aportarlas, conforme alo dispuesto en el artículo 105 de esta ordenanza. Si el requeri-miento no es atendido o, siéndolo, no se entiende complemen-tada la garantía o suficientemente justificada la imposibilidadde complementarla, procederá la denegación de la solicitud.
5.  La vigencia de la garantía constituida mediante aval ocertificado de seguro de caución deberá exceder al menos enseis meses al vencimiento del plazo o plazos garantizados.
6.  La garantía deberá formalizarse en el plazo de dosmeses contados a partir del día siguiente al de la notificacióndel acuerdo de concesión cuya eficacia quedará condicionadaa dicha formalización.
7.  Transcurrido el plazo de dos meses sin haberse formali-zado las garantías, las consecuencias serán las siguientes:
a) Si la solicitud fue presentada en periodo voluntariode ingreso, se iniciará el periodo ejecutivo al díasiguiente de aquel en que finalizó el plazo para laformalización de las garantías, debiendo iniciarse elprocedimiento de apremio en los términos previstosen el artículo 167.1 de la Ley 58/2003, de 17 dediciembre, General Tributaria, exigiéndose elingreso del principal de la deuda y el recargo delperiodo ejecutivo. Se procederá a la liquidación delos intereses de demora devengados a partir del díasiguiente al del vencimiento del plazo de ingreso enperíodo voluntario hasta la fecha de fin del plazopara la formalización de las garantías, sin perjuiciode los que se devenguen posteriormente en virtud delo dispuesto en el artículo 26 de la Ley 58/2003, de17 de diciembre, General Tributaria.
b) Si la solicitud fue presentada en período ejecutivo deingreso, deberá continuar el procedimiento de apremio.
8.  La aceptación de la garantía será competencia delórgano que deba resolver el aplazamiento o fraccionamientosolicitado. 
Dicha aceptación se efectuará mediante documento admi-nistrativo que, en su caso, será remitido a los registros públi-cos correspondientes para que su contenido se haga constar enéstos.
9.  Las garantías serán liberadas de inmediato una vez rea-lizado el pago total de la deuda garantizada, incluidos, en sucaso, los recargos, los intereses de demora y las costas. 
Si se trata de garantías parciales e independientes, éstasdeberán ser liberadas de forma independiente cuando se satis-fagan los plazos garantizados por cada una de ellas.
10.  El reembolso del coste de las garantías aportadas paraaplazar o fraccionar el pago de una deuda o sanción tributaria,cuando dicha deuda o sanción sean declaradas improcedentespor sentencia o resolución administrativa firme regulado en elartículo 33 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, GeneralTributaria, se tramitará y resolverá de acuerdo con lo estable-cido para el reembolso de los costes de las garantías aportadaspara suspender la ejecución de un acto impugnado.
Además de los costes de las garantías previstos en elpárrafo anterior, se reembolsarán los costes originados por laadopción de medidas cautelares en sustitución de las garantíasa que se refiere el artículo 82.1 de la Ley 58/2003, de 17 dediciembre, General Tributaria.
11.  En los supuestos de estimación parcial de un recurso oreclamación cuya resolución no pueda ser ejecutada de confor-midad con la normativa reguladora de los recursos y reclama-ciones, el obligado al pago tendrá derecho, si así lo solicita, ala reducción proporcional de la garantía aportada para aplazaro fraccionar una deuda. 
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A estos efectos, el órgano competente practicará en elplazo de 15 días desde la presentación de la solicitud del inte-resado una cuantificación de la deuda que, en su caso, hubieraresultado de la ejecución de la resolución del correspondienterecurso o reclamación, la cual servirá para determinar elimporte de la reducción procedente y, en consecuencia, de lagarantía que debe quedar subsistente.
No obstante, la garantía anterior seguirá afecta al pago delimporte de la deuda subsistente, manteniendo su vigenciahasta la formalización de la nueva garantía que cubra elimporte de la deuda subsistente.
Serán órganos competentes para proceder a la sustituciónde la garantía los órganos que acordaron el aplazamiento ofraccionamiento.
Artículo 107.º  Adopción de medidas cautelares en el

ámbito de los aplazamientos y fraccionamientos.
1.  Cuando la constitución de la garantía resulte excesiva-mente onerosa en relación con la cuantía y plazo de la deuda,el obligado al pago podrá solicitar que el Ayuntamiento adoptemedidas cautelares en sustitución de las garantías necesarias sitiene solicitadas devoluciones tributarias u otros pagos a sufavor o cuando sea titular de bienes o derechos que sean sus-ceptibles de embargo preventivo. Cuando dichos bienes oderechos sean susceptibles de inscripción en un registropúblico, la concesión estará supeditada a la inscripción previaen el correspondiente registro.
En el propio acuerdo en el que se resuelva el aplazamientoo fraccionamiento, el Ayuntamiento accederá o denegará dichasolicitud atendiendo, entre otras circunstancias, a la situacióneconómico-financiera del deudor o a la naturaleza del bien oderecho sobre el que se debiera adoptar la medida cautelar. Entodo caso, la decisión deberá ser motivada.
Se denegará la solicitud cuando sea posible realizar elembargo de dichos bienes o derechos con arreglo a lo dis-puesto en los artículos 75 a 93 del Reglamento General deRecaudación.
Los costes originados por la adopción de medidas cautela-res en sustitución de las garantías necesarias serán a cargo deldeudor. 
A dichos costes se aplicará lo dispuesto en los artículos113 a 115 del Reglamento General de Recaudación.
En caso de incumplimiento del aplazamiento o fracciona-miento resultará aplicable lo dispuesto con carácter generalpara los supuestos de falta de pago regulados en el artículo112 de esta ordenanza. 
Con carácter previo a la ejecución de la garantía, lamedida cautelar adoptada deberá ser convertida en definitivaen el procedimiento de apremio.
2.  Cuando se presente una solicitud de aplazamiento ofraccionamiento en periodo voluntario y concurran las circuns-tancias previstas en el artículo 81.1 de la Ley 58/2003, de 17de diciembre, General Tributaria, podrán adoptarse las medi-das cautelares reguladas en dicho precepto para asegurar elcobro de la deuda, sin perjuicio de la resolución que puedarecaer en relación con la solicitud realizada y en tanto esta setramita.
Artículo. 108.  Dispensa de garantías en aplazamientos y

fraccionamientos.
1.  Cuando se solicite un aplazamiento o fraccionamientocon dispensa total o parcial de garantías de acuerdo con lo dis-puesto en el artículo 82.2.b de la Ley 58/2003, de 17 dediciembre, General Tributaria, el órgano competente investi-gará la existencia de bienes o derechos susceptibles de seraportados en garantía del aplazamiento o fraccionamiento soli-citado.
Comprobada la existencia de dichos bienes y derechos, seefectuará requerimiento al solicitante para que complementesu solicitud con la aportación de aquellos como garantía en los

términos previstos en el artículo 48.4 del Reglamento Generalde Recaudación y con las consecuencias allí establecidas parael caso de inatención o de atención insuficiente a dicho reque-rimiento.
2.  Concedido el aplazamiento o fraccionamiento con dis-pensa total o parcial de garantías, el solicitante quedará obli-gado durante el periodo a que aquel se extienda a comunicar alórgano competente para la recaudación de las deudas aplaza-das o fraccionadas cualquier variación económica o patrimo-nial que permita garantizar la deuda. En tal caso, se le conce-derá el plazo previsto en el artículo 48.6 del ReglamentoGeneral de Recaudación para constituir la garantía.
Cuando la Administración conozca de oficio la modifica-ción de dichas circunstancias, se procederá a su notificación alinteresado concediendo un plazo de 15 días, contados a partirdel día siguiente al de la notificación para que alegue lo queestime conveniente. Transcurrido el plazo de alegaciones, elAyuntamiento requerirá, en su caso, al interesado para la for-malización de la garantía o para la modificación de la garantíapreexistente, indicándole los bienes sobre los que debe consti-tuirse esta y el plazo para su formalización, en los términos delartículo 48 del Reglamento General de Recaudación. 
En particular, si durante la vigencia del aplazamiento ofraccionamiento se repartiesen beneficios, con anterioridad alreparto deberá constituirse la correspondiente garantía para elpago de las obligaciones pendientes con la Hacienda Muni-cipal.
El incumplimiento de la obligación de constituir garantíaprevista en este apartado tendrá las mismas consecuencias quelas reguladas en esta ordenanza para la falta de formalizaciónde garantías.
3.  En los supuestos de fraccionamientos, en los que sehubiera solicitado su concesión con dispensa parcial de garan-tías, de accederse a la solicitud, dicha garantía parcial quedaráafecta a la totalidad de las fracciones incorporadas al acuerdo,y será de aplicación, en caso de incumplimiento de pago, lodispuesto en el artículo 54.2 del Reglamento General deRecaudación.
4.  Con carácter general no se exigirá garantía para aplaza-mientos o fraccionamientos inferiores a 1.000 euros.
Artículo. 109.º  Tramitación de solicitudes de aplazamien-

tos y fraccionamientos.
1.  El órgano competente para la tramitación examinará yevaluará la falta de liquidez y la capacidad para generar recur-sos y valorará la suficiencia e idoneidad de las garantías, o, encaso de solicitud de dispensa de garantía, verificará la concu-rrencia de las condiciones precisas para obtenerla.
Realizados los trámites anteriores, se formulará propuestade resolución que será remitida al órgano competente para suresolución.
2.  Durante la tramitación de la solicitud el deudor deberáefectuar el pago del plazo, fracción o fracciones propuestos enaquélla.
El órgano competente para la tramitación de la solicitud, siestima que la resolución pudiera verse demorada como conse-cuencia de la complejidad del expediente, valorará el estable-cimiento de un calendario provisional de pagos hasta que laresolución se produzca. Dicho calendario podrá incorporarplazos distintos de los propuestos por el solicitante y lo susti-tuirá a todos los efectos.
En caso de incumplimiento de cualquiera de dichos pagos,ya sean los propuestos por el interesado o los fijados por elAyuntamiento en el correspondiente calendario, se podrá dene-gar la solicitud por concurrir dificultades económico-financie-ras de carácter estructural.
De la oportunidad y conveniencia de la fijación de dichocalendario deberá quedar justificación en el expediente.
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3.  Si en cualquier momento durante la tramitación delaplazamiento o fraccionamiento el interesado efectúa elingreso de la deuda, el Ayuntamiento liquidará intereses dedemora por el período transcurrido desde el día siguiente aldel vencimiento del plazo de ingreso en período voluntariohasta la fecha del ingreso.
En el supuesto de fijación de un calendario provisional porla Administración o de propuesta por el interesado de plazos ofracciones, cada uno de los pagos realizados en virtud de cual-quiera de los dos calendarios se imputará a la cancelación delprincipal de la deuda a que se refiere la solicitud de aplaza-miento o fraccionamiento. 
Si el aplazamiento o fraccionamiento resulta finalmenteconcedido, se liquidarán los intereses devengados sobre cadauno los pagos efectuados en virtud de dicho calendario o pro-puesta desde el día siguiente al del vencimiento del plazo deingreso en periodo voluntario hasta la fecha del pago respec-tivo, notificándose dicha liquidación al interesado junto con elacuerdo de aplazamiento o fraccionamiento, otorgándose losplazos de ingreso señalados en el artículo 62.2 de la Ley58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.
Artículo 110.º  Resolución de solicitudes de aplazamientos

y fraccionamientos.
1.  Las resoluciones que concedan aplazamientos o frac-cionamientos de pago especificarán el número de códigocuenta cliente, en su caso, y los datos identificativos de la enti-dad de crédito que haya de efectuar el cargo en cuenta , losplazos de pago y demás condiciones del acuerdo.La resoluciónpodrá señalar plazos y condiciones distintos de los solicitados.
En todo caso, el vencimiento de los plazos deberá coinci-dir con los días 5 ó 20 del mes. Cuando el acuerdo incluyavarias deudas, se señalarán de forma independiente los plazosy cuantías que afecten a cada una.
2.  En la resolución podrán establecerse las condicionesque se estimen oportunas para asegurar el pago efectivo en elplazo más breve posible y para garantizar la preferencia de ladeuda aplazada o fraccionada, así como el correcto cumpli-miento de las obligaciones tributarias del solicitante.
En particular, podrán establecerse condiciones por las quese afecten al cumplimiento del aplazamiento o fracciona-miento los pagos que la Hacienda Municipal deba realizar alobligado durante la vigencia del acuerdo, en cuantía que noperjudique a la viabilidad económica o continuidad de la acti-vidad. 
A tal efecto, se entenderá, en los supuestos de concesiónde aplazamientos o fraccionamientos concedidos con dispensatotal o parcial de garantías, que desde el momento de la reso-lución se formula la oportuna solicitud de compensación paraque surta sus efectos en cuanto concurran créditos y débitos,aun cuando ello pueda suponer vencimientos anticipados delos plazos y sin perjuicio de los nuevos cálculos de interesesde demora que resulten procedentes.
De igual forma, podrá exigirse y condicionarse el manteni-miento y eficacia del acuerdo de concesión del aplazamiento ofraccionamiento a que el solicitante se encuentre al corrientede sus obligaciones tributarias durante la vigencia del acuerdo.
Cuando la resolución de fraccionamiento incluyese deudasque se encontrasen en período voluntario y deudas que seencontrasen en período ejecutivo de ingreso en el momento depresentarse la solicitud, el acuerdo de concesión no podrá acu-mular en la misma fracción deudas que se encontrasen en dis-tinto periodo de ingreso. 
En todo caso, habrán de satisfacerse en primer lugar aque-llas fracciones que incluyan las deudas que se encontrasen enperiodo ejecutivo de ingreso en el momento de efectuarse lasolicitud.
3.  Si la resolución concediese el aplazamiento o fraccio-namiento, se notificará al solicitante advirtiéndole de los efec-

tos que se producirán de no constituirse la garantía en el plazolegalmente establecido y en caso de falta de pago conforme alos artículos 48 y 54 del Reglamento General de Recaudación.Dicha notificación incorporará el cálculo de los intereses dedemora asociados a cada uno de los plazos de ingreso concedi-dos según lo dispuesto en el artículo siguiente.
Si una vez concedido un aplazamiento o fraccionamientoel deudor solicitase una modificación en sus condiciones, lapetición no tendrá, en ningún caso, efectos suspensivos. 
La tramitación y resolución de estas solicitudes se regirápor las mismas normas que las establecidas para las peticionesde aplazamiento o fraccionamiento con carácter general.
4.  Si la resolución dictada fuese denegatoria, las conse-cuencias serán las siguientes:
a) Si la solicitud fue presentada en periodo voluntariode ingreso, con la notificación del acuerdo denegato-rio se iniciará el plazo de ingreso regulado en el ar-tículo 62.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre,General Tributaria.

De no producirse el ingreso en dicho plazo, comen-zará el período ejecutivo y deberá iniciarse el proce-dimiento de apremio en los términos previstos en elartículo 167.1 de la Ley 58/2003, de 17 de diciem-bre, General Tributaria.
De realizarse el ingreso en dicho plazo, procederá laliquidación de los intereses de demora devengados apartir del día siguiente al del vencimiento del plazode ingreso en periodo voluntario hasta la fecha delingreso realizado durante el plazo abierto con lanotificación de la denegación. De no realizarse elingreso los intereses se liquidarán hasta la fecha devencimiento de dicho plazo, sin perjuicio de los quepuedan devengarse con posterioridad conforme a lodispuesto en el artículo 26 de la Ley 58/2003, de 17de diciembre, General Tributaria.

b) Si la solicitud fue presentada en período ejecutivo deingreso, deberá iniciarse el procedimiento de apre-mio en los términos previstos en el artículo 167.1 dela Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tribu-taria, de no haberse iniciado con anterioridad.
5.  Contra la denegación de las solicitudes de aplazamientoo fraccionamiento sólo cabrá la presentación del correspon-diente recurso de reposición en los términos y con los efectosestablecidos en la normativa aplicable.
6.  La resolución deberá notificarse en el plazo de seismeses.
Transcurrido dicho plazo sin que se haya notificado laresolución, se podrá entender desestimada la solicitud a losefectos de interponer el recurso correspondiente o esperar laresolución expresa.
Artículo 111.º  Cálculo de intereses en aplazamientos y

fraccionamientos.
1.  En caso de concesión del aplazamiento se calcularánintereses de demora sobre la deuda aplazada, por el tiempocomprendido entre el día siguiente al del vencimiento delplazo de ingreso en período voluntario y la fecha del venci-miento del plazo concedido. Si el aplazamiento ha sido solici-tado en período ejecutivo, la base para el cálculo de interesesno incluirá el recargo del período ejecutivo. Los interesesdevengados se deberán ingresar junto con la deuda aplazada.
2.  En caso de concesión del fraccionamiento, se calcula-rán intereses de demora por cada fracción de deuda.
Si el fraccionamiento ha sido solicitado en período ejecu-tivo, la base para el cálculo de intereses no incluirá el recargodel período ejecutivo.
Por cada fracción de deuda se computarán los interesesdevengados desde el día siguiente al del vencimiento del plazo
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de ingreso en periodo voluntario hasta la fecha del venci-miento del plazo concedido. Los intereses devengados porcada fracción deberán pagarse junto con dicha fracción en elplazo correspondiente.
3.  En caso de denegación del aplazamiento o fracciona-miento de deudas:
a) Si fue solicitado en periodo voluntario, se liquidaránintereses de demora de conformidad con el artículo52.4 del Reglamento General de Recaudación.
b) Si fue solicitado en período ejecutivo, se liquidaránintereses una vez realizado el pago, de conformidadcon el artículo 72 del Reglamento General deRecaudación.
Artículo 112.º  Actuaciones en caso de falta de pago en

aplazamientos y fraccionamientos.
1.  En los aplazamientos, si llegado el vencimiento delplazo concedido no se efectuara el pago, se producirán lossiguientes efectos:
a) Si la solicitud fue presentada en período voluntario,se iniciará el período ejecutivo al día siguiente delvencimiento del plazo incumplido, debiendo ini-ciarse el procedimiento de apremio. Se exigirá elingreso del principal de la deuda, los intereses dedemora devengados a partir del día siguiente al delvencimiento del plazo de ingreso en período volun-tario hasta la fecha del vencimiento del plazo conce-dido y el recargo del período ejecutivo sobre la sumade ambos conceptos.
b) Si la solicitud fue presentada en período ejecutivo,deberá continuar el procedimiento de apremio.
c) En los supuestos recogidos en los párrafos a y b,transcurridos los plazos previstos en el artículo 62.5de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tri-butaria, sin que el ingreso de las cantidades exigidasse hubiese efectuado, se procederá según dispone suartículo 168.
2.  En los fraccionamientos concedidos con dispensa totalde garantías o con garantía o garantías constituidas sobre elconjunto de las fracciones, si llegado el vencimiento de unafracción no se efectuara el pago, las consecuencias serán lassiguientes:
a) Si la fracción incumplida incluyese deudas en períodoejecutivo en el momento de presentarse la solicitud:

1.º  Para la totalidad de las deudas incluidas en elacuerdo de fraccionamiento que se encontrasenen período ejecutivo en el momento de presen-tarse la solicitud deberá continuarse el procedi-miento de apremio.
2.º  Para la totalidad de las deudas incluidas en elacuerdo de fraccionamiento que se encontrasenen período voluntario en el momento de presen-tarse la solicitud, se iniciará el período ejecutivoal día siguiente del vencimiento de la fracciónincumplida, debiendo iniciarse el procedimientode apremio. Se exigirán los intereses de demoradevengados a partir del día siguiente al del ven-cimiento del plazo de ingreso en período volun-tario hasta la fecha del vencimiento de pago dela fracción incumplida.

b) Si la fracción incumplida incluyese deudas en perí-odo voluntario en el momento de la solicitud, se pro-cederá respecto de dicha fracción incumplida a ini-ciar el procedimiento de apremio. 
Se exigirá el importe de dicha fracción, los interesesde demora devengados a partir del día siguiente aldel vencimiento del plazo de ingreso en períodovoluntario hasta la fecha del vencimiento del plazoconcedido y el recargo del período ejecutivo sobre lasuma de ambos conceptos.

De no producirse el ingreso de las cantidades exigi-das conforme al párrafo anterior se consideraránvencidas el resto de las fracciones pendientes,debiendo iniciarse el procedimiento de apremio res-pecto de todas las deudas.
Se exigirán los intereses de demora devengados apartir del día siguiente al del vencimiento del plazode ingreso en período voluntario hasta la fecha delvencimiento de pago de la fracción incumplida.

c) En los fraccionamientos concedidos con garantía ogarantías constituidas sobre el conjunto de las frac-ciones, transcurridos los plazos previstos en el ar-tículo 62.5 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre,General Tributaria, sin que el ingreso de las cantida-des exigidas se hubiese efectuado, se procederásegún dispone su artículo 168.
3.  Si en los fraccionamientos las garantías se hubiesenconstituido con carácter parcial e independiente para una ovarias fracciones y llegado el vencimiento de una fracción nose efectuara el pago, las consecuencias serán las siguientes:
a) Si la fracción incumplida incluyese deudas en períodoejecutivo de ingreso en el momento de presentarse lasolicitud, se producirá el vencimiento de la totalidadde las fracciones a las que extienda sus efectos lagarantía parcial e independiente.

Si la garantía parcial extendiese sus efectos a frac-ciones que incluyesen deudas en período ejecutivode ingreso y a fracciones que incluyesen deudas enperíodo voluntario de ingreso en el momento desolicitarse el fraccionamiento, se deberá continuar elprocedimiento de apremio respecto de las primeras.Respecto de las segundas deberá iniciarse el proce-dimiento de apremio y se exigirán los intereses dedemora devengados a partir del día siguiente al delvencimiento del plazo de ingreso en período volun-tario hasta la fecha del vencimiento de pago de lafracción incumplida.
Transcurridos los plazos previstos en el artículo 62.5de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tri-butaria, sin que el ingreso de las cantidades exigidasse hubiese efectuado, se procederá a ejecutar lagarantía parcial.
El acuerdo de fraccionamiento permanecerá vigenterespecto de las fracciones a las que no alcance lagarantía parcial e independiente.

b) Si la fracción incumplida incluyese deudas enperiodo voluntario de ingreso en el momento de pre-sentarse la solicitud, las consecuencias en relacióncon la fracción incumplida y con el resto de las frac-ciones pendientes a las que extienda sus efectos lagarantía parcial e independiente serán las estableci-das en el apartado 2.b.
Transcurridos los plazos previstos en el artículo 62.5de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tri-butaria, sin que el ingreso de las cantidades exigidasse hubiese efectuado, se procederá a ejecutar lagarantía parcial e independiente.
El acuerdo de fraccionamiento permanecerá vigenterespecto de las fracciones a las que no alcance lagarantía parcial e independiente.

4.  La ejecución de las garantías a que se refiere este ar-tículo se realizará por el procedimiento regulado en el artículo74 del Reglamento General de Recaudación.
El importe líquido obtenido se aplicará al pago de la deudapendiente, incluidas costas, recargos e intereses de demora.
La parte sobrante será puesta a disposición del garante ode quien corresponda.
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5.  En los supuestos de aplazamiento o de fraccionamientocon dispensa parcial de garantía o de insuficiencia sobrevenidade las garantías en su día formalizadas, no será necesario espe-rar a su ejecución para proseguir las actuaciones del procedi-miento de apremio. En el caso de insuficiencia sobrevenidadeberá quedar motivada en el expediente la continuación delprocedimiento de apremio como consecuencia de aquélla.
Sección 2.ª  Período ejecutivo y procedimiento de apremio.
Artículo 113.º
1.  El período ejecutivo se inicia:
a) En el caso de deudas liquidadas por la Administra-ción Tributaria Municipal, el día siguiente al delvencimiento del plazo establecido para su ingreso enel artículo 62 de la Ley General Tributaria.
b) En el caso de deudas a ingresar mediante autoliqui-dación presentada sin realizar el ingreso, al díasiguiente de la finalización del plazo que establezcala normativa de cada tributo para dicho ingreso o, siéste ya hubiere concluido, el día siguiente a la pre-sentación de la autoliquidación.
2.  La presentación de una solicitud de aplazamiento, frac-cionamiento o compensación en período voluntario impediráel inicio del período ejecutivo durante la tramitación de dichosexpedientes. La interposición de un recurso o reclamación entiempo y forma contra una sanción impedirá el inicio del pe-ríodo ejecutivo hasta que la sanción sea firme en vía adminis-trativa y haya finalizado el plazo para el ingreso voluntario delpago.
3.  Iniciado el período ejecutivo, la Administración Tribu-taria efectuará la recaudación de las deudas liquidadas o auto-liquidadas a las que se refiere el apartado 1 de este artículo porel procedimiento de apremio sobre el patrimonio del obligadoal pago.
4.  El inicio del período ejecutivo determinará la exigenciade los intereses de demora y de los recargos del período ejecu-tivo en los términos de los artículos 26 y 28 de la Ley GeneralTributaria y, en su caso, de las costas del procedimiento deapremio.
5.  Los recargos en período ejecutivo son de 3 tipos: ejecu-tivo, de apremio reducido y de apremio ordinario. Dichosrecargos son incompatibles entre sí y se calcularán sobre latotalidad de la deuda no ingresada en período voluntario.
6.  El recargo de apremio ejecutivo será del 5% y se apli-cará una vez finalizado el período voluntario, iniciado el eje-cutivo pero abonada la deuda por el contribuyente antes derecibir notificación alguna sobre la vía ejecutiva. 
7.  El recargo de apremio reducido será del 10% y se apli-cará cuando se satisfaga la totalidad de la deuda no ingresadaen periodo voluntario y el propio recargo antes de la finaliza-ción del plazo previsto en el apartado 5 del artículo 62 de laLey General Tributaria para las deudas apremiadas.
8.  El recargo de apremio ordinario será del 20 % y seráaplicable cuando no concurran las circunstancias previstas enlos párrafos anteriores para la procedencia de los otros recar-gos del período ejecutivo.
9.  El recargo de apremio ordinario es compatible con losintereses de demora. Cuando resulte exigible el recargo ejecu-tivo o el recargo de apremio reducido no se exigirán los intere-ses de demora devengados desde el inicio del período ejecutivo.
10.  El procedimiento de apremio se inicia mediante provi-dencia notificada al obligado tributario en la que se identifi-cará la deuda pendiente, se liquidarán los recargos a los que serefiere el artículo 28 de esta Ley y se le requerirá para queefectúe el pago.
11.  La providencia de apremio será título suficiente parainiciar el procedimiento de apremio y tendrá la misma fuerzaejecutiva que la sentencia judicial para proceder contra losbienes y derechos de los obligados tributarios.

Artículo 114.º  Carácter del procedimiento de apremio.
1.  El procedimiento de apremio será exclusivamenteadministrativo; la competencia para entender del mismo yresolver todas sus incidencias corresponde únicamente a laadministración tributaria municipal.
2.  El procedimiento de apremio no será acumulable a losjudiciales ni a otros procedimientos de ejecución. Su inicia-ción y tramitación no se suspenderá por la iniciación de aqué-llos, salvo cuando proceda de acuerdo con lo dispuesto en laLey 2/1987, de 18 de mayo, Orgánica de Conflictos Jurisdic-cionales.
3.  El procedimiento de apremio de iniciará e impulsará deoficio en todos sus trámites y, una vez iniciado, sólo se sus-penderá en los casos y formas previstas en los artículossiguientes. 
4.  En caso de concurrencia del procedimiento de apremiopara la recaudación de tributos y otros ingresos de derechopúblico con otros procedimientos de ejecución, ya sean singu-lares o universales, judiciales o no judiciales, se estará a lo dis-puesto en el artículo 164 de la Ley General Tributaria.
Artículo 115.º  Iniciación del procedimiento de apremio.
1.  El procedimiento de apremio se iniciará mediante pro-videncia dictada por el titular de la Tesorería Municipal y noti-ficada al obligado tributario en la que se identificará la deudapendiente, se liquidarán los recargos a los que se refiere el ar-tículo 28 de la Ley General Tributaria, y se le requerirá paraque efectúe el pago.
2.  La providencia de apremio será título suficiente parainiciar el procedimiento de apremio y tendrá la misma fuerzaejecutiva que la sentencia judicial para proceder contra losbienes y derechos de los obligados tributarios.
Artículo 116.º
1.  Contra la providencia de apremio podrá interponerserecurso potestativo de reposición ante el titular de la TesoreríaMunicipal previsto en el artículo 14 del Texto Refundido de laLey de Haciendas Locales, en el plazo de un mes, a contardesde el día siguiente al de su notificación. La resolución deeste último agota la vía administrativa, y contra la mismapodrá interponerse recurso contencioso-administrativo en laforma y plazos previstos en la Ley Reguladora de dicha Juris-dicción. 
2.  Contra la providencia de apremio sólo serán admisibleslos siguientes motivos de oposición: 
a) Extinción total de la deuda o prescripción del dere-cho a exigir el pago.
b) Solicitud de aplazamiento, fraccionamiento o com-pensación en período voluntario y otras causas desuspensión del procedimiento de recaudación.
c) Falta de notificación de la liquidación.d) Anulación de la liquidación.e) Error u omisión en el contenido de la providencia deapremio que impida la identificación del deudor o dela deuda apremiada. 
3.  El procedimiento de apremio se suspenderá en la formay con los requisitos previstos en el artículo 165 de la LeyGeneral Tributaria y en los artículos 25 y 39 a 47 del RealDecreto 520/2005, de 13 de mayo, por el que se aprueba elReglamento General de Desarrollo de la Ley General Tributa-ria en materia de revisión en vía administrativa.
Artículo 117.º
La notificación de la providencia de apremio se efectuaráen el lugar y forma previstos en los artículos 109 a 112 de laLey general Tributaria y en los artículo 58 y siguientes de laLey 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de lasAdministraciones Públicas y Procedimiento AdministrativoComún, y deberá contener los siguientes datos:
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a) Texto íntegro de la providencia, indicando que no esdefinitiva en vía administrativa. 
b) Recursos que contra el mismo procedan, órganosante los que puedan interponerse y plazo para suinterposición.
c) Plazo y lugar de ingreso de las deudas apremiadas yadvertencia de que, en caso de no efectuarse elingreso en dichos plazos, se procederá sin más alembargo de los bienes del deudor o la ejecución delas garantías existentes.
d) Advertencia sobre la liquidación de los intereses dedemora y repercusión de las costas del procedi-miento.
e) Posibilidad de solicitud de aplazamiento o fraccio-namiento del pago. 
f) Advertencia sobre la no suspensión del procedi-miento, salvo en los casos previstos en el artículo125 de la Ley General Tributaria y en los artículos25 y 39 a 47 del Real Decreto 520/2005.
Artículo 118.º
1.  No se exigirán los intereses de demora por el tiempotranscurrido del período ejecutivo, cuando la deuda que nohaya sido suspendida, aplazada ni fraccionada, se haya satisfe-cho antes de dictarse la providencia de apremio, o bien unavez dictada ésta antes de la notificación de la misma.
2.  En los demás casos, la liquidación de los intereses dedemora se realizará en el momento del pago de la deuda enapremio y con carácter general, se cobrará con el principal.
3.  Si el deudor se negase a satisfacer los intereses dedemora en el momento de pagar el principal, se practicaráliquidación de intereses al aplicar el líquido obtenido en lacancelación de la deuda, si aquélla fuera superior.
4.  Si se embarga dinero en efectivo o en cuenta bancaria,podrán calcularse y retenerse los intereses en el momento delembargo, si el dinero disponible fuera superior a la deuda per-seguida. Si en estos casos el líquido obtenido fuera inferior, sepracticará posteriormente liquidación de los intereses deven-gados.
5.  Se practicará liquidación de intereses, sea cual fuere elimporte de la liquidación resultante. La base sobre la que seaplicará el tipo de interés no incluirá el recargo de apremio.
Artículo 119.º
1.  El embargo sobre los bienes del deudor se efectuará encuantía suficiente para cubrir el importe de la deuda tributaria,los intereses que se hayan causado o se causen hasta la fechadel ingreso y las costas del procedimiento; con respeto siem-pre al principio de proporcionalidad y siguiendo el orden yrequisitos que establecen la Ley General Tributaria y el Regla-mento General de Recaudación.
2.  Los órganos de recaudación podrán comprobar e inves-tigar la existencia y situación de los bienes o derechos de losobligados al pago de una deuda tributaria, para asegurar oefectuar su cobro, ostentando las facultades que la citada Leyreconoce a la Administración.
3.  Responderán solidariamente del pago de la deuda tribu-taria las personas que sean causantes o colaboren en la ocupa-ción maliciosa de bienes o derechos del obligado al pago conla finalidad de impedir su traba, por culpa o negligenciaincumplan las órdenes de embargo, o con conocimiento delembargo, colaboren o consientan en el levantamiento de losbienes; respondiendo hasta el importe del valor de los bienes oderechos que se hubieran podido embargar.
Sección 3.ª  Créditos incobrables.
Artículo 120.º
1.  Son créditos incobrables aquellos que no puedenhacerse efectivos en el procedimiento de recaudación por

resultar fallidos los obligados al pago y los demás responsa-bles, si los hubiese.
2.  Una vez comprobado en el curso del procedimiento deapremio la insolvencia de los deudores principales y de losresponsables solidarios, o que su paradero es desconocido,serán declarados fallidos por la Junta de Gobierno Local. Aestos efectos se considerarán insolventes aquellos deudoresrespecto de los cuales se ignore la existencia de bienes o dere-chos embargables o cuando los poseídos por el deudor nohubiesen sido adjudicados al Estado de acuerdo al ReglamentoGeneral de Recaudación.
3.  Una vez declarados fallidos por la Junta de GobiernoLocal los deudores principales y los responsables solidarios, seindagará la existencia de responsables subsidiarios. Si no exis-ten responsables subsidiarios, o si éstos resultan fallidos, elcrédito será declarado incobrable por la Junta de GobiernoLocal.
4.  Sin perjuicio de lo que establece el apartado 3 del artículo41 de la Ley General Presupuestaria, la Junta de GobiernoLocal, atendiendo a criterios de eficacia en la utilización de losrecursos disponibles, podrá determinar las actuaciones concre-tas que habrán de tenerse en cuenta a efectos de justificar ladeclaración administrativa de créditos incobrables. En su caso,se tomarán en consideración criterios tales como la cuantía,origen o naturaleza de las deudas afectadas.
Artículo 121.
1.  La declaración de crédito incobrable motivará la bajaen cuentas del crédito.
2.  Dicha declaración no impide el ejercicio por la HaciendaMunicipal de las acciones que puedan ejercitarse con arreglo alas Leyes, contra quien proceda, en tanto no se extinga laactuación administrativa para su cobro.
3.  Los créditos declarados incobrables, correspondientes apersonas físicas o sociedades inscritas en el Registro Mercan-til, serán anotados en el mismo en virtud de mandamientoexpedido por el órgano de recaudación competente. En losucesivo el Registro comunicará a dicho órgano cualquier otroacto relativo a dicha entidad que se presente a inscripción.
4.  Anualmente se establecerán criterios a aplicar en la for-malicen de propuestas de declaración de créditos incobrablescon antigüedad superior a dos años.
Artículo 122.º
Declarado fallido un deudor, los créditos contra el mismode vencimiento posterior a la declaración, se considerarán ven-cidos y serán dados de baja por referencia a dicha declaración,si no existen otros obligados o responsables. A tal fin, se darátraslado a los servicios de gestión liquidadora para la depura-ción de los correspondientes registros fiscales, mediante laorganización que reglamentariamente se determine.
Artículo 123.º
1.  Los servicios de Recaudación vigilarán la posible sol-vencia de los obligados y responsables declarados fallidos.
2.  En caso de sobrevenir esta circunstancia y de no mediarprescripción, procederá la rehabilitación de los créditos inco-brados. Como consecuencia, se reabrirá el procedimiento eje-cutivo comunicando simultáneamente la determinación adop-tada a la correspondiente oficina gestora, para que practiquenueva liquidación de los créditos dados de baja, a fin de quesean expedidos los correspondientes títulos ejecutivos, en lamisma situación de cobro en que se encontraban en elmomento de la declaración de fallidos.
Artículo 124.º
Se podrá no dictar liquidación derivada de expedientesindividuales o, en su caso, se podrán anular o dar de baja encontabilidad, aquéllas de las que resulte una deuda inferior a30 euros por considerarse insuficientes para la cobertura delcoste del servicio de gestión y recaudación respectivos.



Sábado 31 de diciembre de 2011                        Boletín Oficial de la provincia de Sevilla. Número 301                                                                    27

Artículo 125.º
1.  En la formulación de propuestas de otros créditos inco-brables, a efectos de respetar el principio de proporcionalidadentre el importe de la deuda y los medios utilizados para surealización; con carácter general y siempre que se cuente conel NIF del deudor y se haya practicado válidamente la notifi-cación, si fuere preciso para la realización de créditos se apli-carán los siguientes criterios:
a) Deudas hasta 300 euros: Embargo de fondos encuentas corrientes. 
b) Demás supuestos: Se observará el orden de prela-ción de embargo establecido en el ReglamentoGeneral de Recaudación.
2.  Cuando el resultado de dichas actuaciones sea negativo,se formulará propuesta de declaración de crédito incobrable.
3.  Por la Junta de Gobierno Local se podrán establecercriterios concretos para la declaración de crédito incobrableque determinen los requisitos de los embargos en relación a lacuantía de la deuda.
Artículo 126.º
La Junta de Gobierno Local, a petición del Tesorero, orde-nará la actuación de la Policía Municipal en auxilio y protec-ción de las actuaciones ejecutivas del Ayuntamiento en el ejer-cicio de la Gestión Recaudatoria, de acuerdo a la normativavigente. 
Sección 4.ª  Suspensión y terminación del procedimiento.
Artículo 127.º  Suspensión del procedimiento de apremio.
1.  La suspensión del procedimiento de apremio comoconsecuencia de la interposición de un recurso o reclamacióneconómico-administrativa se tramitará y resolverá de acuerdocon la Ley General Tributaria y el Real Decreto 520/2005, de13 de mayo, por el que se desarrolla la misma en materia derevisión en vía administrativa.
2.  Cuando el interesado demuestre la existencia de errormaterial, aritmético o de hecho en la determinación de ladeuda, que esta ha sido ingresada, condonada, compensada,aplazada o suspendida o que ha prescrito el derecho a exigir supago, se le notificará la suspensión de las actuaciones del pro-cedimiento de apremio en tanto se dicte el acuerdo correspon-diente. Cuando la apreciación de las citadas circunstancias nosea competencia del órgano de recaudación que haya recibidola solicitud de suspensión, este podrá suspender las actuacio-nes y dará traslado al órgano competente.
Este último informará al órgano de recaudación que estu-viera tramitando el procedimiento de apremio sobre la concu-rrencia de alguna de las circunstancias señaladas. La resolu-ción que se adopte se notificará al interesado comunicándole,en su caso, la continuación del procedimiento de apremio.
Artículo 128.º
1.  Será causa de suspensión del procedimiento de apre-mio, sobre los bienes o derechos controvertidos, la interposi-ción de tercería de dominio. Esta suspensión será acordada porel Tesorero, una vez se hayan adoptado las medidas de asegu-ramiento que procedan, según lo dispuesto en el artículo 119.4del Reglamento General de Recaudación, y vistos los docu-mentos originales en que el tercerista funde su derecho.
2.  En los casos de concurrencia de procedimientos admi-nistrativos de apremio y procedimientos de ejecución o con-cursales universales, judiciales y no judiciales, el Tesorerosolicitará de los órganos judiciales información sobre estosprocedimientos que puedan afectar a los derechos de laHacienda municipal, acordando al mismo tiempo la suspen-sión del procedimiento.
3.  Una vez obtenida la información según el párrafo ante-rior, se dará cuenta a la Asesoría Jurídica, acompañandocuanta documentación sea necesaria y en concreto certifica-

ción de las deudas, al efecto de que por parte de esta Asesoríase asuma la defensa de los derechos de la Hacienda Municipal.
4.  La competencia para suscripción de acuerdos o conve-nios que resultasen de la tramitación del procedimiento ante-rior, corresponde al Alcalde. 
Artículo 129.º
1.  En su caso, la enajenación de los bienes embargados sellevará a efecto mediante subasta, concurso o adjudicacióndirecta; pudiendo concluir el procedimiento con la adjudica-ción a la Hacienda Municipal de los bienes embargados.
2.  En cualquier momento anterior al de la adjudicación debienes se podrán liberar los que estuvieran embargadospagando la deuda tributaria, las costas y los intereses posterio-res devengados durante el procedimiento.
3.  No obstante, la Administración Municipal no podráproceder a la enajenación de los bienes y derechos embarga-dos en el curso del procedimiento de apremio, hasta que elacto de liquidación de la deuda tributaria ejecutada sea firme;salvo en los supuestos de fuerza mayor, bienes perecederos,bienes en los que exista un riesgo de pérdida inminente devalor o cuando el contribuyente solicite de forma expresa suenajenación. Todo ello de acuerdo con la Ley General Tributaria.

CAPÍTULO XIV
Revisión de los actos en vía administrativa

Artículo 130.º
Los actos y actuaciones de aplicación de los tributos y losactos de imposición de sanciones tributarias podrán revisarse,conforme a lo establecido en la Ley General Tributaria, TextoRefundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales yLey de Medidas para la Modernización del Gobierno Local yReal Decreto 520/2005, de 13 de mayo mediante:
a) Los procedimientos especiales de revisión.b) El recurso de reposición.
Artículo 131.º
Contra los actos sobre la aplicación y efectividad de lostributos y restantes ingresos de Derecho público locales, podráformularse ante el mismo órgano que los dictó, recurso potes-tativo de reposición regulado en el artículo 14.2 del TextoRefundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales,aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo,en el plazo de un mes, a contar desde la notificación expresadel acto impugnado o la exposición pública de las correspon-dientes listas cobratorias.
Contra la denegación del recurso de reposición los intere-sados podrán interponer recurso contencioso-administrativoante los Juzgados de lo Contencioso, en los términos y formasprevistas en la legislación vigente.
Artículo 132.º
1.  La interposición del recurso de reposición no suspen-derá la ejecución del acto impugnado con los consiguientesefectos legales incluida la recaudación de cuotas o derechosliquidados, intereses y recargos. 
No obstante, en los términos previstos en el Real DecretoLegislativo 2/2004, podrá suspenderse su ejecución mientrasse sustancia el recurso, siendo competente para tramitar yresolver la solicitud el órgano local que dictó el acto.
Las resoluciones desestimatorias de la suspensión sóloserán impugnables en vía contencioso-administrativa.
Cuando se interponga el recurso contencioso contra laresolución del recurso de reposición, la suspensión acordadaen vía administrativa se mantendrá hasta que el órgano judicialcompetente adopte la decisión que corresponde, siempre queexista garantía suficiente.
2.  Los actos de imposición de sanciones tributarias queda-rán automáticamente suspendidas sin necesidad de aportar
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garantía, por la presentación en tiempo y forma del recurso dereposición y sin que puedan ejecutarse hasta que sean firmesen vía administrativa.
3.  La Administración Municipal reembolsará, previa acre-ditación de su importe, el coste de las garantías aportadas parasuspender la ejecución de una deuda tributaria, en cuanto éstase declarada improcedente por sentencia o resolución adminis-trativa y dicha declaración adquiera firmeza.
Cuando la deuda tributaria sea declarada parcialmenteimprocedente, el reembolso alcanzará a la parte correspon-diente del coste de las referidas garantías.
Artículo 133.º
Contra las Ordenanzas Fiscales de las entidades locales nocabrá otro recurso que el contencioso-administrativo, que sepodrá interponer a partir de la publicación en el «Boletín Ofi-cial» de la provincia en la forma y plazos que establecen lasnormas reguladoras de dicha jurisdicción.
Disposición adicional
Las modificaciones producidas por la Ley de PresupuestosGenerales del Estado, Leyes de Acompañamiento de los Pre-supuestos Generales del Estado, u otra norma de rango legalque afecte a cualquier elemento de los tributos municipales,será de aplicación automática dentro del ámbito de las Orde-nanzas Fiscales del Ayuntamiento de Gelves.
Disposición final primera
En todo lo no previsto expresamente por esta Ordenanza,se estará a lo que dispone la Ley Reguladora de las Bases delRégimen Local, la Ley Reguladora de las Haciendas Locales yla Ley General Tributaria, así como el Reglamento General deRecaudación, el Real Decreto por el que se desarrolla el régi-men sancionador tributario, los preceptos de las respectivasOrdenanzas Fiscales reguladoras de cada uno de los tributosen particular vigentes en este municipio; y a cuantas otras dis-posiciones resulten de aplicación a nivel local en materia tri-butaria. 
Disposición final segunda
La presente Ordenanza Fiscal comenzará a aplicarse a par-tir del día siguiente a su publicación en el «Boletín Oficial» dela provincia, permaneciendo en vigor hasta su modificación oderogación expresa.
Disposición derogatoria
A la entrada en vigor de la presente Ordenanza, quedaderogada la Ordenanza General vigente.
Lo que se publica para general conocimiento, entrando envigor y aplicación el día de su publicación en el «Boletín Ofi-cial» de la provincia, permaneciendo en vigor hasta que seacuerde su modificación o derogación expresa.
En Gelves a 14 de diciembre de 2011.—El Alcalde, JoséLuis Benavente Ulgar.

7W-15493
———

GUILLENA
Don Óscar Grau Lobato, Secretario General del Ilmo.Ayuntamiento de esta villa.
Hace saber: Que habiendo concluido el período de exposi-ción al público del expediente relativo a la las Ordenanzas Fis-cales para el año 2012, aprobado inicialmente por el Ayunta-miento Pleno en sesión extraordinaria celebrada en fecha 28de octubre de 2011, sin que se hayan presentado reclamacio-nes, se eleva el mismo a definitivo, conforme a lo establecidopor el artículo 17.3 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley

Reguladora de las Haciendas Locales, por así disponerlo elacuerdo plenario, y en cumplimiento de las disposiciones lega-les vigentes se procede a su íntegra publicación. 
Primero:  Acordar la imposición y ordenación delImpuesto sobre Gastos Suntuarios, Cotos Privados de Caza,según se detalla en el Anexo adjunto.
Segundo:  Acordar la modificación de las siguientes Orde-nanzas Fiscales Reguladoras de Tributos Municipales y Pre-cios Públicos para el ejercicio 2012, para las Ordenanzas y losartículos que se establecen en el Anexo de este acuerdo, y quea continuación se relacionan:
1.  Ordenanza Fiscal Reguladora del Impuesto sobreBienes Inmuebles.
2.  Ordenanza Fiscal Reguladora del Impuesto sobre Ve-hículos de Tracción Mecánica.
3.  Ordenanza Fiscal Reguladora de la Tasa por la presta-ción del Servicio de Suministro de Agua.
4.  Ordenanza Fiscal Reguladora de la Tasa por prestacióndel Servicio de Alcantarillado.
5.  Ordenanza Fiscal Reguladora de la Tasa por la presta-ción del Servicio de Cementerios, Conducción deCadáveres y otros servicios funerarios de caráctermunicipal.
6.  Ordenanza Fiscal Reguladora de la Tasa para la Cele-bración de Bodas Civiles.
7.  Ordenanza Reguladora del Precio por la prestación delos Servicios de Albergue Municipal.
Tercero:  Derogar la Ordenanza Fiscal Reguladora de laTasa por la prestación de los Servicios de Recogida, Trans-porte y Eliminación de Residuos, con efectos de 1 de enero de2012. La eficacia del presente acuerdo quedará condicionada ala aprobación por parte de la Comisión Gestora Intermunicipalde la Mancomunidad de Servicios «La Vega» de la OrdenanzaReguladora de la tasa por Tratamiento de Residuos Sólidos enlos términos que legalmente correspondan.

ANEXO
1. Ordenanza Fiscal Reguladora del Impuesto sobre

Bienes Inmuebles (IBI)
Artículo 7.2.  El tipo de gravamen será:
a) Para bienes de naturaleza urbana, el 0,59%.b) Para bienes de naturaleza rústica, el 1,05%.c) Para los bienes inmuebles de características especia-les será el 1,30%.
Artículo 9.3.
Por los interesados se podrá solicitar la división de lacuota en el IBI por cotitularidad. A tal efecto, para que procedala división será indispensable que el solicitante facilite losdatos personales y el domicilio de los restantes obligados alpago, así como la proporción en que cada uno de ellos parti-cipe en el dominio o derecho transmitido. Para ello, deberáaportar la siguiente documentación:
— Copia del DNI del interesado y, en su caso, docu-mento que acredite la representación.— Copia del documento público que acredite la propor-ción en que cada titular participe en el dominio oderecho sobre el inmueble.— Nota del Registro actualizada, si procede.
2. Ordenanza Fiscal del Impuesto sobre Vehículos de

Tracción Mecánica (IVTM)
Artículo 5.1 e).
Estarán exentos del impuesto:
e.  Los vehículos para personas de movilidad reducida aque se refiere la letra A del Anexo II del Reglamento Generalde Vehículos, aprobado por Real Decreto 2822/1998, de 23 de


